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“Montevideo, 1” de setiembre de 1995, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión otf- 
dinaria, el próximo martes 5, a la hora 16, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el siguiente 
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- Se resuelve, por moción del señor Senador Po- 
zzolo, en nombre de la Comisión de Presu- 
puesto integrada con Hacienda, suspender la 
sesión ordinaria del día 6 del corriente. 


13) Convenio de Cooperación Judicial en materia 
civil, comercial, laboral y administrativa con 
la República Federativa del Brasil. Aprobación. 
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gano, declararlo urgente y considerarlo de in- 
mediato. 


- En consideración. 
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(Carp. N* 107/95 - Rep. N” 64/95 y Anexo l) 


Jorge Moreira Parsons, Mario Farachio. Secretarios”. 
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2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Astori, Bat- 
_ Ve, Bentancur, Bergstein, Brezzo, Casartelli, Cid, Couriel, 
Dalmás, Fernández, Gandini, Garat, Gargano, Hualde, 
Heber, Hierro López, Irurtia, Laguarda, Mallo, Micheli- 
ni, Pereyra, Posadas Montero, Pozzolo, Sanabria Santoro, 
Sarthou, Segovia, Storace y Virgili, 


FALTAN: El señor Presidente, Doctor Hugo Batalla, en 
ejercicio de la Presidencia de la República y con licencia, Jos 
señores Senadores Arismendi, Chiesa, Korzeniak, Millor y 
Ricaldoni, 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 10 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 5 de setiembre de 1995, 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes por los 
que solicita venia para destituir de sus cargos a dos 
funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes comu- 
nicando la promulgación de los siguientes Proyectos 
de Ley: 


por el que se introducen modificaciones al régimen 
de previsión social; 


y por el que se aprueba el Protocolo Adicional al 
Tratado de Asunción sobre la Estructura Institucional 
del MERCOSUR -Protocolo de Ouro Preto- y sus 
anexos. 


-Ténganse presente y agréguense a sus anteceden- 
tes. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores acusa reci- 
bo de la exposición escrita presentada por la señora 
Senadora Marina Arismendi, referida al “Año Interna- 
cional de la Tolerancia”. 


-Oportunamente le fue entregado a la señora Sena- 
dora Marina Arismendi. 
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El Ministerio de Industria, Energía y Minería remi- 
te la información solicitada por la señora Senadora 
Marina Arismendi relacionada con el Convenio suscri- 
to entre la Dirección Nacional de Tecnología Nuclear 
y el Laboratorio Tecnológico del Uruguay. 


-Oportunamente le fue entregado a la señora Sena- 
dora Marina Arismendi. 


El señor Senador Reinaldo Gargano presenta, con 
Exposición de Motivos, un Proyecto de Ley por el que 
se declara la “Gruta del Palacio” monumento natural. 


-A la Comisión de Medio Ambiente. 


El señor Senador Jorge Gandini presenta, con Ex- 
posición de Motivos, un Proyecto de Ley relacionado 
con la inserción de los jóvenes en el mercado laboral. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social”. 


4) ARCHIVO DE PROYECTO DE LEY 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca para que se 
archive un Proyecto de Ley votado negativamente. 


(Se da de la siguiente:) 


“La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
eleva para que se proceda al archivo el Proyecto de 
Ley votado negativamente por el que se faculta al 
Poder Ejecutivo a exonerar en forma genérica de la 
prohibición establecida en el artículo 9” de la Ley 
N” 13.608, de 8 de setiembre de 1967, a las sociedades 
anónimas cuyo objeto principal sea la forestación, pu- 
diendo incluir la comercialización e industrialización 
de madera”. 


-Se va a votar el archivo del Proyecto de Ley votado 
negativamente. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 
5) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente: 


“El señor Senador Américo Ricaldoni solicita li- 
cencia desde el día martes 5 al jueves 7 de setiembre 
inclusive”. 


-Léase. 
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(Se lee:) por lo que, si se encuentra en Antesala, se le invita a ingresar 
al Hemiciclo. 
“Sr. Secretario del Senado 
D. Mario Farachio (Entra a Sala el señor Senador Bentancur) 


Presente 
7) SOLICITUDES DE LICENCIA 


De mi mayor consideración: Ñ 
SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otra solicitud de 


Por medio de la presente solicito al Senado se sirva licencia. 
otorgarme licencia desde el día martes 5 de setiembre 
al jueves 7 de setiembre inclusive, del corriente año, (Se da de la siguiente:) 


convocándose a mi suplente respectivo. 
“El señor Senador José Korzeniak solicita licencia 


Sin otro particular, le saludo muy atentamente, durante los días 5 y 6 de setiembre”, 


Américo Ricaldoni. Senador.” -Léase. 
-Se va a votar si se concede licencia al señor senador (Se lee:) 
Ricaldoni. 
“Montevideo, 4 de setiembre de 1995 
(Se vota:) 
Sr. Presidente 
-21 en 22. Afirmativa. del Senado 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


6) INTEGRACION DEL CUERPO 
SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una nota de De mi mayor consideración: 


desistimiento llegada a la Mesa. Al A , 
Por la presente solicito licencia durante los días 5 y 


6 de este mes, por serme imposible asistir a las sesio- 


patada aeguenien nes que corresponden a esas fechas. 


“El Doctor Didier Opertti comunica que por esta 


. ' eS Reitera a Ud., las expresiones de su mayor consi- 
vez no acepta la convocatoria de que ha sido objeto”. 


deración. 
-Léase. 
José Korzeniak. Senador.” 
(Se lee:) 
“Montevideo, 5 de setiembre de 1995, -Se va a votar si se concede licencia al señor Senador 
Korzeniak. 
Señor Presidente del Senado de la República 
Dr. Hugo Batalla (Se vota:) 


Presente 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Señor Presidente: 
Corresponde convocar al suplente respectivo señor Ma- 


Tengo el agrado de dirigirme a usted, con la finali- nuel Laguarda quien ya ha prestado el juramento de estilo, 
dad de comunicarle que ante la convocatoria para inte- por lo que, si se encuentra en Antesala, se le invita a ingresar 
grar ese Alto Cuerpo, dectino por esta vez incorporarme al Hemiciclo. 
al Senado. 


(Entra a Sala el señor Senador Laguarda) 
Sin otro particular, saludo al señor Presidente y 
demás integrantes del Cuerpo, con mi más alta consi- -Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


deración y estima personal. 
(Se da de la siguiente:) 


Dr. Didier Opertti Badán. Ministro del Interior”. 
“La señor Senadora Marina Arismendi solicita hi- 


-Corresponde convocar al suplente respectivo señor Alva- cencia a partir del día de hoy hasta el viernes 8 de! 
rio Bentancur, quien ya ha prestado el juramento de estilo, corriente”, 
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-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 5 de setiembre de 1995. 

Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 

Dr. Hugo Batalla 

Presente 

Por la presente solicito a Ud. licencia a partir del 
día de hoy hasta el viernes 8 del corriente por razones 
de índole particular, habilitando la convocatoria del 
suplente respectivo. 

Saluda a Ud. muy atte. 


Marina Arismendi. Senadora.” 


-Se va a votar si se concede licencia a la señora Senadora 
Arismendi. 


(Se vota:) 

-24 en 25. Afirmativa. 

Corresponde convocar al suplente respectivo, señor Sena- 
dor Victorio Casartelli, quien ya ha prestado el juramento de 
estilo, por lo que, si se encuentra en Antesala, se le invita a 
ingresar al Hemiciclo. 

(Entra a Sala el señor Senador Casartelli) 


8) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de varias notas de 
desistimiento llegadas a la Mesa. 


(Se da de las siguientes:) 
“Los señores Elías Bluth, Ariel Davrieux, Alfredo Solari, 


Adela Reta y Ricardo Zerbino comunican que por esta vez no 
aceptan la convocatoria de que han sido objeto”. 


-Léanse. 


(Se leen:) 
“Montevideo, 4 de setiembre de 1995. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a Ud. con la finali- 
dad de comunicarle que ante la convocatoria para inte- 
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grar ese Alto Cuerpo, declino por esta vez incorporar- 
me al Senado. 


Sin otro particular, saludo al Sr. Presidente y de- 
más integrantes del Cuerpo, con mi más alta conside- 
ración y estima personal. 

Dr. Elías Bluth” 
“Montevideo, 4 de setiembre de 1995, 

Sr. Presidente 

de la Cámara de Senadores 

Presente 

De mi mayor consideración: 

Por intermedio de la presente comunico a usted 
que por esta única vez renuncio a la convocatoria de la 
que he sido objeto. 

Sin otro particular, lo saludo muy atentamente, 

Ariel Davrieux.” 
“Montevideo, 4 de setiembre de 1995. 

Sr. Presidente 

de la Cámara de Senadores 

Dr. Hugo Batalla 

Presente 

De mi mayor consideración: 

Por intermedio de la presente comunico a Usted 
que por esta única vez renuncio a la convocatoria de la 


que he sido objeto. 


Sin otro particular lo saluda a Usted muy atenta- 
mente, 


Dr. Alfredo Solari. Ministro de Salud Pública.” 
“Montevideo, 4 de setiembre de 1995. 


Sr. Presidente 
de la Cámara de Senadores 


De mi consideración: 

Por la presente comunico a usted que por esta úni- 
ca vez renuncio a la convocatoria de que he sido obje- 
to. 


Le saluda atentamente, 


Dra. Adela Reta.” 
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“Montevideo, 4 de setiembre de 1995. 


Sr. Presidente 

de la Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 

Presente 


Señor Presidente: 


Por medio de la presente comunico a usted que, 
por esta única vez, renuncio a la convocatoria de la 
que he sido objeto. 


Si otro particular, hago propicia esta oportunidad 
para saludar a usted muy atentamente. 


Cr, Ricardo Zerbino Cavajani.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde convocar al su- 
plente respectivo, el señor Senador Nahum Bergstein, quien 
ya ha prestado el juramento de estilo, por lo que, si se en- 
cuentra en Antesala, se le invita a ingresar al Hemiciclo. 


(Entra a Sala el señor Senador Bergstein). 


9) ANTEL. Problemas con las cuentas mensuales en Ba- 
rros Blancos y Las Piedras. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora pre- 
via. : 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Fernández. 


SEÑOR FERNANDEZ. - En los últimos meses los usua- 
rios de ANTEL que residen en las ciudades de Barros Blan- 
cos y Las Piedras han visto con asombro que en sus cuentas 
corrientes mensuales aparecen llamados telefónicos que no 
han realizado. Esto no sería extraordinario si no se tratara de 
66 llamadas a Israel hechas por un solo usuario en el mismo 
mes. Estamos hablando de un hombre de modestos recursos 
que percibe $ 2.100 por mes -tengo en mi poder los docu- 
mentos que lo prueban- y que vive con su esposa. 


Los vecinos de esa zona se reunieron para presentarse en 
ANTEL, pero no encontraron solución. El mencionado usua- 
rio también se presentó en el organismo donde recibió la 
amenaza de que se le iba a cortar el servicio -cosa que ya 
sucedió- y de que, además, se le embargaría y remataría su 
casa. 


En forma casual nos encontramos con este señor y en su 
presencia nos comunicamos con ANTEL sin conocer a nadie. 
Tuvimos la suerte de encontrar al Director Víctor Magurno, 
quien con mucha cordialidad nos atendió otorgándonos una 
audiencia para el jueves próximo pasado. Allí se hicieron 
presentes los afectados de las zonas de Barros Blancos y Las 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Setiembre de 1995 


Piedras, quienes fueron atendidos con la deferencia y la res- 
ponsabilidad que corresponde al Director de un Ente como 
ANTEL. 


Todos los usuarios sabemos que existen algunas irregula- 
ridades y a veces las pasamos por alto. Pero en este caso 
se trata de algo muy grave porque las cuentas ascienden a 
$ 7.500 mensuales, lo que excede sus posibilidades. Reitero 
que contamos con los documentos que prueban nuestras afir- 
maciones. Sin embargo, en el día de hoy los usuarios afecta- 
dos fueron citados nuevamente por el Directorio de ANTEL 
y se les dijo que posiblemente este jueves existiría una soJu- 
ción. 


Esto parecería un hecho aislado, pero no es así; en defini- 


tiva, se está quitando el sueño a la gente de trabajo y se la 


está amenazando con embargarles la casa que -como pudi- 
mos comprobar personalmente- están construyendo con sus 
propias manos. Confiamos en que este episodio haya conclui- 
do porque ANTEL, con la celeridad y responsabilidad que le 
son características, seguramente va a rever esta medida ya 
que son muchos los afectados por esta situación. Quizás este 
inconveniente se deba a los empleados, a todo lo que tiene 
que ver con los satélites o a los aparatos inalámbricos, pero 
obviamente los usuarios no han sido los causantes de esta 
situación. Lo más lamentable de este hecho es el saldo nega- 
tivo que deja lo relativo al comportamiento de los funciona- 
rios que atienden al público, ya que lo ignoran, lo maltratan e 
incluso amenazan con embargarle la casa. Me parece que 
ellos no están en condiciones de decir ese tipo de cosas, 

En homenaje a los miles de buenos funcionarios que han 
desfilado por las oficinas del Estado, podemos decir que han 
existido y aún existen aquellos románticos que trabajan horas 
extras sin cobrar y que se llevan trabajo para su casa O, por 
ejemplo, el funcionario del Banco de Previsión Social que se 
traslada fuera de hora a pagar la jubilación a un anciano 
enfermo, No obstante, los hechos mencionados hacen palide- 
cer la imagen del funcionario público en forma alarmante por 
culpa de los desmanes de unos pocos. Seguramente, todos 
tenemos un caudal de amigos que son empleados públicos y 
en ellos encontramos una gran receptividad, pero tenemos 
que poner coto a esta situación de una vez por todas. 


Hemos leído en una nota periodística las declaraciones 
del señor Ministro en las que dice que se va a apostar al 
comportamiento y a la calificación del funcionario; ¡en bue- 
na hora! Ya que hemos accedido a muy buena tecnología, 
¿no sería oportuno que para acceder a atender público en las 
oficinas del Estado se deba requerir un “test” para estar segu- 
ros de que vamos a ser tratados de igual forma, ya seamos 
senadores, diputados o el más modesto trabajador? Debemos 
entender de una buena vez que todos tenemos derecho a ser 
respetados en las mismas condiciones. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de nuestras pala- 
bras sea remitida al Directorio de ANTEL y al Ministerio de 


“Defensa Nacional. Creemos que no es necesario un pedido de 
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informes, porque confiamos en la sensibilidad del Directorio 
de ANTEL para solucionar este problema, pero el maltrato a 
la gente debe ser evitado entre todos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud for- 
mulada por el señor Senador Fernández en el sentido de que 
la versión taquigráfica de sus palabras sea remitida al Minis- 
terio de Defensa Nacional y al Directorio de ANTEL. 


(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 
10) PRODUCCION AGROPECUARIA: 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Couriel. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: queremos hacer 
referencia a un tema vinculado con la producción agropecua- 
ria. 


En general, sabemos que los Estados intervienen para de- 
fender y apoyar al sector agropecuario. Muchas veces lo ha- 
cen por la incertidumbre en lo que tiene que ver con el clima, 
con el funcionamiento de Jos mercados internacionales de los 
productos básicos o con el avance tecnológico. Pero en la 
mayoría de tos casos la producción agropecuaria es fomenta- 
da, apoyada y defendida por los Estados nacionales. Lo ve- 
mos en el caso del Japón con el arroz o en la Comunidad 
Económica Europea que subsidia la producción interna y sus 
exportaciones, y también 'en los Estados Unidos, que fija 
cuotas. Un ejemplo más cercano es el modelo chileno, donde 
hay franjas de precios, apoyo defensa y promoción de la 
producción agropecuaria y lo mismo sucede con el mercado 
brasileño. 


Los señores Senadores se preguntarán a qué viene este 
tema en la hora previa, y debo decir que durante el fin de 
sernána estuve recorriendo el departamento de Salto y llegué 


a la Junta Local de San Antonio. Se trata de una pequeña * 


población, al norte de la ciudad de Salto, donde me encontré 
con una cantidad de productores rurales que me contaron sus 
problemas con los rubros citrícolas, hortícolas y en este caso 
con el tomate. Las exportaciones de esta fruta -fundamental- 
mente hacia la Argentina- se vieron afectadas por los proble- 
mas con el crédito de prefinanciamiento con el Banco de la 
República Oriental del Uruguay y las condiciones un tanto 
burocráticas que fija esta institución, teniendo en cuenta tam- 
bién las tasas de interés en moneda nacional, que muchas 
veces se cobran. De manera que, desde este punto de vista, 
una primera preocupación hace al Banco de la República 
Oriental del Uruguay, ya que existen dificultades en la expor- 
tación de tomate por problemas vinculados con los créditos 
que debe efectivizar la mencionada institución. 


Otro problema es el que tiene que ver con el tomate desti- 
nado al mercado interno. Parecería que hubo un momento de 
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desabastecimiento, El Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca dio la autorización para la importación, pero esta llegó 
tarde. Cuando los productores de tomate del departamento de 
Salto Hegaron al Mercado Modelo a traer su producción, las 
cámaras estaban totalmente llenas de productos importados. 
Así, el precio se vino abajo y los productores se vieron afec- 
tados. Esta situación se relaciona directamente con la proble- 
mática del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Por otro lado, se me planteó otra inquietud relacionada 
con el contrabando de productos agropecuarios, también en 
el departamento de Salto. Por ejemplo, se me dijo que en 
Constitución se empezaron a producir pollos y en un momen- 
to determinado llegaron pollos de contrabando del Brasil. La 
verdad es que no existen controles suficiente y, en los he- 
chos, la gente no se anima a volver a trabajar en la produc- 
ción de pollos. 


A su vez, se me informó sobre la necesidad de los proyec- 
tos de inversión. Todos sabemos que El Espinillar fue recon- 
vertido, que cuatro empresas tomaron a su cargo esa tierra y 
que no han podido ocupar ni siquiera al 5% de los trabajado- 
res permanentes de la planta, 


En algún momento me tocó participar, fuera del Parla- 
mento, en la creación de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Una de las tareas era tener una Cartera de Proyec- 
tos, es decir, generar proyectos de inversión que serían des- 
pués utilizados por el sector privado nacional o extranjero; lo 
importante era tener proyectos de inversión. Sabemos que los 
empresarios no están en condiciones de ilevarlos adelante. 
Ellos hablaban, en aquel momento, de la posibilidad de que 
hubiera algún tipo de industrialización vinculada, por ejem- 
plo, a la salsa de tomate, dadas las mejoras sustantivas. Ade- 
más, se sabe que hay una serie de rubros que están en muy 
buenas condiciones, como es el caso de ja sandía y el melón 
que llegan al Mercado Modelo mucho antes que los del resto 
de los departamentos. 


Por lo tanto, me parece que las instituciones estatales, ya 
sea el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo o el Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay deberían tener una acción efectiva 
para atender a estos productores, 


En San Antonio e, inclusive, en Constitución, me encon- 
tré con gente que no está pidiendo empleo, sino créditos, es 
decir, productores que saben hacer las cosas y quieren hacer- 
las, que avanzaron tecnológicamente y que se sienten compe- 
titivos en el mercado internacional. Dadas las incertidumbres 
que existen, no tengo ninguna duda de que hay que buscar 
todos los elementos habidos y por haber para apoyar y defen- 
der a productores de esa naturaleza. * 


Por estas razones, solicito que la versión taquigráfica de 
mis palabras sea enviada al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, al Banco de la República Oriental del Uru- 
guay y a la Corporación Nacional para el Desarrollo, a efectos 
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de que se analicen las posibilidades de atender más adecua- 
damente a estos productores de la hortifruticultura del depar- 
tamento de Salto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor Senador Couriel en el sentido de que la 
versión taquigráfica de sus palabras sea enviada al Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, al Banco de la República 
Oriental del Uruguay y a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
11) INTENDENCIA MUNICIPAL DE FLORIDA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Heber. 


SEÑOR HEBER. - Señor Presidente: hoy distraemos la 
atención del Senado para plantear un tema puntual relaciona- 
do con la Intendencia Municipal de Florida. 


Sin adjudicar responsabilidades, creo que es importante 
hablar sobre esta cuestión en el Cuerpo, a efectos de que el 
señor Intendente tenga plena información sobre este asunto, 
ya que quizás no esté en su conocimiento. 


A partir del 17 de febrero de 1995, fueron revocadas una 
serie de presupuestaciones y vínculos funcionales de varios 
trabajadores, sin más trámite que la mera resolución firmada 
por dos titulares del Poder Ejecutivo departamental. Así, se 
desconoció el derecho adquirido por los funcionarios en cues- 
tión, ya que las presupuestaciones estaban firmes por no ha- 
ber sido impugnadas en tiempo y forma, como lo establecen 
las mismas disposiciones de la Carta Orgánica. Las presu- 
puestaciones estuvieron ajustadas a Derecho, ya que, en aquel 
momento, los cargos estaban vacantes. Nunca se realizó nin- 
gún otro concurso para acceder a ellos; simplemente se reali- 
zÓ la mencionada designación. 


Asimismo, se instaló una Comisión Investigadora que se 
ocuparía de analizar las situaciones funcionales creadas, con 
la finalidad de esclarecer públicamente la situación, en el 
sentido de si se había procedido correcta o incorrectamente. 
Lo cierto es que se convocó a la mencionada Comisión, la 
cual dos días después de estar instalada adoptó una serie de 
resoluciones y dejó en la calle, prácticamente, a doscientas 
cincuenta personas que tenían cargos de presupuestación. 


Conozco personalmente al señor Intendente Municipal de 
Florida, incluso, soy su amigo y coterráneo. Estoy seguro de 
que él no tiene toda la información pertinente, por lo que 
quizás esta intervención en el Senado pueda ayudar a que él 
mismo se interese en saber si la Comisión actuó correctamen- 
te. En mi opinión, en sólo dos días no se puede analizar una 
situación en profundidad. 
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Dejo planteada esta cuestión en este ámbito porque, ade- 
más, hubo problemas con los delegadus de ADEOM. Concre- 
tamente, los trabajadores de la Intendencia Municipal de 
Florida quitaron la representación que venían ejerciendo los 
funcionarios de ADEOM, porque no defendían sus intereses. 


Me parece importante hablar hoy sobre estos temas y en- 
viar la información al señor Intendente de Florida porque, 
reitero, lo conozco muy bien y estoy seguro de que no está en 
conocimiento de esta situación. Tal vez algunos jerarcas ac- 
tuaron con cierta ligereza en este problema. Las personas de 
que se trata tenían el cargo de presupuestados; no fueron 
contratados en los últimos meses. Por ello, pienso que no se 
ha analizado este tema con la suficiente profundidad como 
para resolverlo. 


En consecuencia, señor Presidente, solicito que la versión 
taquigráfica de mis palabras sea enviada al señor Intendente 
Municipal de Fiorida y a la Junta Departamental respectiva. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por señor Senador Heber en el sentido de que se dé a la 
versión taquigráfica de sus palabras el trámite que ha solici- 
tado. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
12) SESION ORDINARIA DEL SENADO 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor Presidente: por mandato de 
la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda, 
voy a solicitar la supresión de la sesión ordinaria del Senado 
correspondiente al día de mañana, a efectos de que la Comi- 
sión que debe considerar la Rendición de Cuentas que vino 
con media sanción de la Cámara de Representantes, disponga 
del tiempo necesario para su estudio. En lo posible, pido que 
se considere por parte de la Presidencia la posibilidad de 
gestionar, también, la supresión de las Comisiones que estén 
previstas para mañana a partir de la hora 16. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor Senador Poz- 
zolo. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda suprimida la sesión ordinaria del Senado del día de 
mañana y la Presidencia estudiará también la posibilidad de 


5 de Setiembre de 1995 


suspender las Comisiones que coincidan con la reunión de la 
Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda. 


13) CONVENIO DE COOPERACION JUDICIAL EN 
MATERIA CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y AD- 
MINISTRATIVA CON LA REPUBLICA FEDERA- 
TIVA DEL BRASIL. Aprobación. Proyecto de Ley. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: durante el mes 
de agosto fue distribuido un proyecto de ley que aprueba el 
Convenio de Cooperación Judicial en Materia Civil, Comer- 
cial, Laboral y Administrativa con la República Federativa 
del Brasil. A iniciativa nuestra y para tratar que tuviera la 
opinión unánime de los miembros de! Cuerpo, pedimos que 
no se considerara en la sesión en que se había previsto. Sin 
embargo, entendemos que es necesario que se aproveche la 
sesión ordinaria del día de hoy para que este proyecto de ley 
que cuenta con el apoyo de todos los miembros de la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales sea tratado con carácter ur- 
gente y se le dé trámite a la Cámara de Representantes. 


Advierto que el Convenio fue firmado en 1992 y aproba- 
do por la Cámara de Senadores en la Legislatura pasada, pero 
no pudo completar su trámite en la Cámara de Representan- 
tes. Por lo: tanto, debió ser enviado nuevamente al Poder 
Legislativo por este Poder Ejecutivo. 


El informe es muy claro, tiene todos los elementos y 
significa un paso adelante en las relaciones en materia civil, 
comercial, laboral y administrativa con la República Federa- 
tiva del Brasil, que no había suscrito los Tratados de 1889 y 
de 1940. 


Reitero mi solicitud en el sentido de que este proyecto sea 
tratado con carácter urgente y, en caso que así sea, que las 
palabras que he pronunciado sirvan como informe favorable 
al mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se declara ur- 
gente y se considera de inmediato el asunto al que ha hecho 
referencia el señor Senador. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo con lo resuelto, se pasa a considerar el pro- 
yecto de ley por el que se aprueba un Convenio de Coopera- 
ción Judicial en Materia Civil, Comercial, Laboral y 
Administrativa con la República Federativa del Brasil. (Carp. 
N? 1119/93 - Rep. N* 82/95). 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N” 1119/93 
Rep. N* 82/95 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 24 de abril de 1995. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de reiterar el Mensaje de fecha 4 de 
mayo de 1993, que se transcribe, por el que solicita la 
aprobación parlamentaria del Convenio de Coopera- 
ción Judicial en Materia Civil, Comercial, Laboral y 
Administrativa entre la República Oriental del Uru- 
guay y la República Federativa del Brasil, suscrito el 
28 de diciembre de 1992, al permanecer vigentes para 
los intereses de la República los fundamentos que en 
su Oportunidad ameritaron su envía: 


“El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo a fin de someter a su consideración el 
adjunto Proyecto de Ley por el cual se aprueba el 
Convenio de Cooperación Judicial en materia Civil, 
Comercial, Laboral y Administrativa entre la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y la República Federativa del 
Brasil, suscrito el 28 de diciembre de 1992. 


La suscripción del presente Convenio responde a 
una auténtica necesidad de regulación bilateral en el 
área de la cooperación judicial internacional, habida 
cuenta de que se trata de Estados limítrofes entre los 
que existe un importante tráfico Jurídico mutuo. 


Brasil no es Parte de los Tratados de Montevideo 
de Derecho Procesal Internacional de 1889 ni de 1940, 
así como tampoco de las Convenciones que fueran 
suscritas en este sector en el ámbito de las CIDIP 
(Conferencia Interamericana Especializada sobre De- 
recho Internacional Privada). 


Esta carencia de previsión normativa ha determina- 
do complejidades e inconvenientes demoras en la tra- 
mitación internacional de instancias judiciales, aspectos 
ya adecuadamente resueltos en los diversos instrumen- 
tos internacionales que nos vinculan con otros países, 
los que en muchos casos están situados a mayor dis- 
tancia geográfica (países europeos) y con los cuales 
las relaciones en este sector son considerablemente 
menos numerosas e importantes. 


El Convenio comprende, por un lado, la coopera- 
ción judicial en sentido estricto, que tiene lugar duran- 
te el proceso -ya sea en las etapas iniciales, para 
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permitir su comienzo o en instancias ulteriores, para 
hacer viable su prosecución- a los efectos de que el 
mismo pueda llevarse a cabo, dada la radicación en el 
extranjero de algunos de los elementos involucrados; 
y, por el otro, abarca el grado máximo de cooperación 
jurisdiccional. en las etapas posteriores a la obtención 
de la sentencia -0 del laudo arbitral, en su caso- lo que 
permite hacerlos valer, en el otro Estado Parte, con 
idénticos efectos que en el país en el que fueron dicta- 
dos. 


Corresponde destacar la amplitud del objeto del 
Convenio también desde otra perspectiva, en virtud de 
que, junto a la materia civil y comercial tradicional- 
mente contempladas, comprende asimismo el área la- 
boral y administrativa. 


El Convenio se desarrolla en ocho capítulos y 28 
artículos, con el objeto de “prestarse asistencia mutua 
y amplia cooperación judicial” en los sectores jurídi- 
cos señalados (artículo 1). 


En lo que refiere a la cooperación en sentido es- 
tricto, su objeto se circunscribe a las diligencias de 
mero trámite, tales como citaciones, intimaciones, no- 
tificaciones u otras semejantes, así como a las medidas 
probatorias. Similar alcance tiene el ámbito de coope- 
ración previsto en las dos Convenciones aprobadas du- 
rante la CIDIP 1 (Panamá, 1975). 


Los artículos 4 y 5 prevén el contenido de los ex- 
hortos, regulando los aspectos de estilo comúnmente 
recogidos en los textos internacionales. Su trasmisión 
habrá de ser efectuada a través de las respectivas Au- 
toridades Centrales, la que para Uruguay será el Mi- 
nisterio de Educación y Cultura y, para Brasil, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores (artículo 2). 


Se establecen en forma preceptiva las hipótesis en 
las que le ejecución del exhorto podrá ser denegada 
-dando por descontado, naturalmente, la adecuación 
formal de la rogatoria a lo prescripto en el Convenio- 
cuando tal ejecución no se encuentre dentro de las 
facultades de la autoridad judicial del Estado requeri- 
do o cuando, por su naturaleza, atente contra los prin- 
cipios esenciales de orden público, fórmula que reitera 
textos Internacionales en vigor. 


Se aclara, asimismo, como también es habitual, que 
la ejecución del exhorto no implica el reconocimiento 
de la jurisdicción internacional del Juez del cual aquél 
emana, previsión adecuada en virtud de que la competen- 
cia internacional no se prevé como requisito para dar 
trámite a un exhorto, tanto por la doctrina como por el 
presente u otros Convenios en esta materia (artículo 6). 


El artículo 8 dispone acertadamente que las partes 
interesadas y sus representantes puedan comparecer y 
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ejercer las facultades contempladas en la legislación 
del Estado requerido, a cuyos efectos se deberá infor- 
mar el lugar y la fecha en que la medida solicitada se 
hará efectiva, notificación que habrá de efectuarse con 
la debida anticipación por intermedio de las respecti- 
vas Autoridades Centrales. 


En lo que hace a la ley aplicable a la ejecución o 
cumplimiento de los exhortos, ella será la del Estado 
requerido, norma que también recoge la solución in- 
ternacional de mayor recibo. 


Se autoriza aquí la aplicación de un procedimiento 
especial, a solicitud de la autoridad requirente, siem- 
pre que aquél no sea incompatible con el orden públi- 
co del Estado requerido (artículo 9). 


El Convenio brinda una solución razonable en ma- 
teria de aplicación de medidas coercitivas a la ejecu- 
ción del exhorto, en tanto dispone que la autoridad 
requerida aplicará las previstas en su legislación inter- 
na, en los casos y con el alcance con que deba hacerlo 
para ejecutar una' medida similar proveniente de las 
autoridades de su propio Estado. 


La ejecución del exhorto no podrá dar lugar al re- 
embolso de ningún tipo de gastos; aunque el Estado 
requerido tendrá derecho a exigir, del Estado requiren- 
te, el pago de honorarios a peritos o intérpretes, así 
como los gastos resultantes de la aplicación de una 
formalidad especial (artículo 12). 


Según se establece en el artículo 14, los trámites 
necesarios para hacer efectivo el cumplimiento del ex- 
horto deberán ser practicados de oficio por la autori- 
dad judicial competente del Estado requerido, siendo 
innecesaría, en consecuencia, la intervención de la parte 
interesada. 


El Capítulo IV regula el reconocimiento y ejecu- 
ción de las sentencias judiciales y laudos arbitrales 
pronunciados en el Estado requirente, abarcando tam- 
bién la materia civil, comercial, laboral y administrati- 
va, así como los fallos que, en materia civil, sean 
dictados en sede penal. Esta última solución reitera lo 
dispuesto en el artículo 1” de la Convención Interame- 
ricana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias 
y Laudos Arbitrales Extranjeros aprobada durante la 
CIDIP 11 (Montevideo, 1979), 


Los artículos 16 y 17 establecen las condiciones 
usualmente requeridas para el reconocimiento y la eje- 
cución de las sentencias y laudos arbitrales, recogién- 
dose como tales la competencia internacional, los 
requisitos que hacen al debido proceso, el carácter de 
ejecutoriada de la decisión en el Estado requirente, así 
como la no contradicción manifiesta con los principios 
esenciales de orden público del Estado requerido. Se 
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señala, adernás, la documentación necesaria para la 
respectiva tramitación. 


El artículo 18 regula la denegación del reconoci- 
miento y ejecución, así como la eficacia extraterrito- 
rial parcial, solución ésta también recogida en la 
prealudida Convención de 1979. Aquéila se verificará 
si se alegare y probare por la parte interesada que 
existe sentencia o laudo firme, pronunciado anterior- 
mente en el Estado requerido, en un proceso entre las 
mismas partes, referente a los mismos hechos y con 
idéntica objeto. 


Según se dispone habitualmente en la materia, la 
ley aplicable a los procedimientos, así como a la com- 
petencia de los respectivos órganos judiciales, habrán 
de regirse por la ley del Estado requerido. 


Los capítulos V y VI regulan, respectivamente, la 
fuerza probatoria de los instrumentos públicos y la 
igualdad de trato procesal. 


A este respecto y en soluciones de obvia utilidad 
práctica, se dispone que los instrumentos públicos ema- 
nados de un Estado Parte tendrán, en el otro, la mis- 
ma fuerza probatoria que en aquél del cual emanan 
(artículo 20). 


El Convenio recoge asimismo la norma, ya conte- 
nida en otros tratados, por la que los ciudadanos o 
residentes permanentes de un Estado Parte gozarán en 
el otro, de las mismas condiciones de que gozan los 
mismos de dicho Estado para acceder ante sus Órganos 
judiciales. La disposición abarca también a las perso- 
nas jurídicas constituidas, autorizadas o inscriptas se- 
gún las leyes de cualquiera de ambos Estados (artículo 
21). a las que no se impondrá caución o depósito algu- 
no por el mero hecho de su pertenencia -según los 
términos del Convenio- al otro Estado Parte (artículo 
22). 


Corresponde destacar que también el beneficio de 
pobreza reconocido en el Estado requirente será admi- 
tido en el requerido (artículo 25). 


El artículo 23 regula la exención de legalización 
cuando los documentos sean tramitados por la Autori- 
dad Central, recogiendo también en este punto la más 
moderna y conveniente solución, También será gratui- 
ta la trasmisión respectiva de informes entre las Auto- 
ridades Centrales en las materias que constituyen el 
objeto del Convenio. Igual característica revestirá la 
remisión por el mismo medio, de certificados de actas 
de los Registros de Estado Civil, cuando sus fines sean 
exclusivamente públicos. 


Como es fácil advertir, constituye éste un instru- 
mento internacional de naturaleza imprescindible para 
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hacer viable un regular funcionamiento de la presta- 
ción de justicia en ambos países en presencia de un 
proceso internacional, es decir, cuando existan elemen- 
tos del proceso radicados en el otro Estado Parte (do- 
micilio del demandado, elementos probatorios, etc.) y 
sea necesario, en consecuencia, acudir a las instancias 
de cooperación internacional. 


Asimismo, la eficacia extraterritorial de las senten- 
cias y laudos arbitrales -en su doble vertiente de reco- 
nocimiento y ejecución- complementan las previas 
etapas de cooperación en tanto, a pesar de haber sido 
pronunciados en uno de los Estados Partes, se estiman 
igualmente válidos en el otro a todos los efectos. 


Nuestro país es parte de numerosos tratados que 
contemplan una y otra hipótesis. En materia de coope- 
ración judicial internacional, constituyen Derecho po- 
sitivo los Tratados de Derecho Procesal Internacional 
de Montevideo de 1889 y 1940; la Convención Intera- 
mericana sobre Exhortos y Cartas Rogatorias y la Con- 
vención Interamericana sobre Recepción de Pruebas 
en el Extranjero de Panamá, 1975 (CIDIP 1); el Proto- 
colo Adicional a la Convención Interamericana sobre 
Exhortos y Cartas Rogatorias de Montevideo, 1979 
(CIDIP ID) y la Convención Interamericana sobre Cum- 
plimiento de Medidas Cuutelares de Montevideo, 1979 
(CIDIP ID. Se encuentra en trámite de aprobación par- 
lamentaria el Protocolo adicional a la Convención In- 
teramericana sobre Recepción de Pruebas en el 
Extranjero de La Paz, 1984 (CIDIP 1D. 


En el ámbito bilateral existen Convenios con la 
República Argentina en la materia. sobre Igualdad de 
Trato Procesal y Exhortos (1980) y sobre Cuoperación 
Jurídica (1981), así como con Chile con el objeto se- 
ñalado en primer término (1981) y con Perú, sobre 
Igualdad de Trato Procesal (1984). 


En lo que hace a la eficacia extraterritorial de las 
sentencias y laudos arbitrales, pueden citarse los Tra- 
tados de Montevideo sobre Derecho Procesal Interna- 
cional de 1889 y 1940; la: Convención Interamericana 
sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Lau- 
dos Arbitrales de Montevideo, 1979 (CIDIP ID; la Con- 
vención Interamericana sobre Arbitraje Comercial 
Internacional de Panamá, 1975 (CIDIP ]) y la Conven- 
ción sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sen- 
tencias Arbitrales Extranjeras de Nueva York, 1958. 
Se encuentra en proceso de aprobación parlamentaria 
ta Convención Interamericana sobre Competencia en 
la Esfera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de 
las Sentencias Extranjeras de La Paz, 1984 (CIDIP ID. 


Por las razones expuestas, se estima de singular 
importancia la entrada en vigor del presente Convenio, 
por lo que se solicita la correspondiente aprobación 
parlamentaria. 
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El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta con- 
sideración.” 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta con- 
sideración. 


Julio María Sanguinetti, PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA. Alvaro Ramos, Samuel Lichtensztejn. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 

Ministerio de 
Educación y Cultura 


Asunto 111B/95 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Apruébase el Convenio de Coopera- 
ción Judicial en Materia Civil, Comercial, Laboral y 
Administrativa entre la República Oriental del Uru- 
guay y la República Federativa del Brasil, suscrito en 
Brasilia el 28 de diciembre de 1992. 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 


Alvaro Ramos, Samuel Lichtensztejn. 


CONVENIO DE COOPERACION JUDICIAL EN 
MATERIA CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y 
ADMINISTRATIVA ENTRE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
y el Gobierno de la República Federativa del Brasil 
(en adelante llamados “Partes Contratantes”) deseosos 
de promover la cooperación judicial en materia civil, 
comercial, laboral y administrativa y de contribuir de 
este modo al desarrollo de sus relaciones en base a 
principios de respeto a la soberanía nacional y la igual- 
dad de derechos o intereses recíprocos, 


Acuerdan lo siguiente: 
Capítulo 1 
Cooperación y Asistencia Judicial - 


Artículo 1? 


Las Partes Contratantes se comprometen a prestar- 
se asistencia mutua y amplia cooperación judicial en 
materia civil, comercial, laboral y administrativa. La 
asistencia judicial se extenderá a los procedimientos 
administrativos en los que se admita recursos ante los 
tribunales. 


Capítulo 11 
Autoridades Centrales 
Artículo 2? 


A los fines del presente Convenio la Autoridad Cen- 
tral de la República Oriental del Uruguay será el Mi- 
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nisterio de Educación y Cultura y la Autoridad Central 
de la República Federativa del Brasil, será el Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores. A tal efecto las Autori- 
dades Centrales se comunicarán directamente entre 
ellas, dando intervención a las autoridades competen- 
tes cuando sea necesario. 


Capítulo MI 
Exhortos 
Artículo 3" 


Cada Parte Contratante deberá enviar a las autori- 
dades judiciales de la otra Parte Contratante, según la 
vía prevista en el Artículo 2”, los exhortos en materia 
civil, comercial, laboral o administrativa, cuando ten- 
gan por objeto: 


a) diligencias de mero trámite, tales como citacio- 
nes, intimaciones, notificaciones y otras semejantes; 


b) medidas de prueba. 
Artículo 4” 
Los exhortos deberán contener: 


a) denominación y dirección del órgano judicial 
requirente; 


b) individualización del expediente con especifica- 
ción del objeto y naturaleza del juicio y del nombre y 
dirección de las partes; 


c) transcripción de la resolución que ordena la ex- 
pedición del exhorto; 


d) nombre y dirección del apoderado de la parte 
solicitante en el Estado requerido, si lo hubiere; 


e) indicación del objeto del exhorto, precisando el 
nombre y dirección del destinatario de la medida; 


f) información del término de que dispone la per- 
sona afectada por la medida para cumplirla; 


8) descripción de las formas o procedimientos es- 
peciales con que ha de cumplirse la solicitud; 


h) cualquier otra información que pueda facilitar el 
cumplimiento del exhorto. 


Artículo 5* 


Si se solicita la recepción de pruebas, el exhorto 
deberá además contener: 
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a) una descripción del asunto que facilite la diligencia 
probatoria; 


b) nombre y dirección de testigos u Otras personas o 
instituciones que deban intervenir; 


e) texto de los interrogatorios y documentos necesa- 
rios. 


Artículo 6” 


La ejecución del exhorto solo podrá denegarse cuando 
no se encuentre dentro de las facultades de la autoridad 
judicial del Estado requerido o cuando por su naturaleza 
atente contra los principios esenciales de orden público. 


Dicha ejecución no implica un reconocimiento de la 
jurisdicción internacional del Juez del cual emana el ex- 
horto. ? 


Artículo 7 


Los exhortos y los documentos que los acompañen 
deberán redactarse en el idioma de la Parte requerida o 
ser acompañados de una traducción a dicho idioma. 


Artículo 8* 


La autoridad requerida deberá informar el lugar y la 
fecha en que la medida solicitada se hará efectiva, a fin 
de permitir que las autoridades requirentes, las partes in- 
teresadas y sus respectivos representantes puedan compa- 
recer y ejercer las facultades previstas en la legislación de 
la Parte Contratante requerida. 


Dicha comunicación deberá efectuarse con la debida 
anticipación por intermedio de las Autoridades Centrales 
de las Partes Contratantes. 


Artículo 9% 


El cumplimiento de los exhortos se efectuará de acuer- 
do a la Ley interna de la Parte Contratante requerida. 


Sin embargo podrá accederse a la solicitud de la auto- 
ridad requirente de aplicar un procedimiento especial, siem- 
pre que éste no sea incompatible con el orden público del 
Estado requerido. 


La ejecución del exhorto deberá llevarse a cabo sin 
demora. 


Artículo 10 


Al ejecutar el exhorto la autoridad requerida aplicará 
las medidas coercitivas previstas en su legislación interna 
en los casos y con el alcance en que deba hacerlo para 
ejecutar un exhorto de las autoridades de su propio Estado, 
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Artículo 11 


Los documentos en los que conste la ejecución del 
exhorto serán comunicados por intermedio de las Au- 
toridades Centrales. 


Cuando el exhorto no haya sido ejecutado en todo 
o en parte, este hecho, así como las razones que lo 
determinaron, deberán ser comunicados a la Autoridad 
requirente, utilizando el medio señalado en el párrafo 
precedente. 


Artículo 12 


La ejecución del exhorto no podrá dar lugar al re- 
embolso de ningún tipo de gastos. 


Sin embargo, la Parte Contratante requerida tendrá 
derecho a exigir de la Parte Contratante requirente el 
pago de los honorarios de los peritos o interpretes, 
como así también el pago de los gastos resultantes de 
la aplicación de una formalidad especial solicitada por 
la Parte Contratante requirente. 


Artículo 13 


Cuando los datos relativos al domicilio del destina- 
tario de la solicitud o de la persona citada a declarar 
sean incompletos o inexactos, la autoridad judicial re- 
querida deberá, sin embargo, agotar los medies para 
satisfacer el pedido. Al efecto, podrá solicitar a la 
Parte requirente los datos complementarios que permi- 
tan la identificación y la búsqueda de la referida per- 
sona. 


Artículo 14 


Los trámites necesarios para hacer efectivo el cum- 
plimiento del exhorto no requerirán la intervención de 
parte interesada, debiendo ser practicados de oficio 
por la autoridad judicial competente del Estado reque- 
rido. 


Capítulo IV 


Reconocimiento y Ejecución de Sentencias 
Judiciales y Laudos Arbitrales 


Artículo 15 


Las disposiciones del presente Capítulo serán apli- 
cables al reconocimiento y ejecución en el Estado re- 
querido de las sentencias judiciales y laudos arbitrales 
pronunciados en el Estado requirente, en materia civil, 
comercial, laboral y administrativa. Las mismas serán 
igualmente aplicables a las sentencias en materia de 
reparación de daños y restitución de bienes pronuncia- 
das en jurisdicción penal. 
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Artículo 16 


Las sentencias judiciales y laudos arbitrales a que 
se refiere el artículo anterior tendrán eficacia extrate- 
rritorial en las Partes Contratantes si reúnen las si- 
guientes condiciones: 


a) que den cumplimiento a las formalidades exter- 
nas necesarias para ser consideradas auténticas en el 
Estado de donde proceden; 


b) que la sentencia o laudo y los documentos anexos 
que fueren necesarios estén debidamente traducidos al 
idioma oficial del Estado en el que se solicita su reco- 
nocimiento y ejecución; 


c) que la sentencia o laudo emanen de un órgano 
judicial o arbitral competente según las normas del 
Estado requerido sobre jurisdicción internacional; 


d) que la parte contra la que se pretende ejecutar la 
decisión haya sido debidamente citada y se haya ga- 
rantizado el ejercicio de su derecho de defensa, 


e) que la decisión tenga fuerza de cosa juzgada y/o 
ejecutoria en el Estado en el que fue dictada; 


f) que no contrarien manifiestamente los principios 
esenciales de orden público del Estado en el que se 
solicitan el reconocimiento y/o la ejecución. 


Los requisitos de los incisos a), c), d) y e) deben 
surgir del testimonio de la sentencia judicial o laudo 
arbitral. 


Artículo 17 


La parte que en un juicio invoque una sentencia 
judicial o un laudo arbitral deberá acompañar un testi- 
monio del mismo con los requisitos de los incisos a) a 
e) del artículo precedente. 


Artículo 18 


No se reconocerá ni se procederá a la ejecución de 
sentencia o laudo si se alegare y probare por la parte 
interesada que existe sentencia o laudo firme, pronun- 
ciado anteriormente en el Estado requerido, en un pro- 
ceso entre las mismas partes, referente a los mismos 
hechos y con idéntico objeto. 


Si una sentencia o laudo no puede tener eficacia en 
su totalidad, fa autoridad judicial competente en el 
Estado requerido podrá admitir su eficacia parcial me- 
diando solicitud de parte interesada. 


Artículo 19 


Los procedimientos, incluso la competencia de los 
respectivos Órganos judiciales, a los efectos del reco- 
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nocimiento y ejecución de la sentencia o laudos arbi- 
trales, se regirán por la ley del Estado requerido. 


Capítulo V 
Fuerza Probatoria de los Instrumentos Públicos 
Artículo 20 


Los instrumentos públicos emanados de un Estado 
Parte tendrán en el otro la misma fuerza probatoria 
que sus propios instrumentos públicos. 


Capítulo VI 
Igualdad de Trato Procesal 
Artículo 21 


Las personas físicas que tengan ciudadanía o resi- 
dencia permanente en un Estado Parte gozarán en el 
otro de las mismas condiciones de que gozan los ciu- 
dadanos o residentes permanentes de dicho Estado Parte 
para acceder ante los órganos judiciales en defensa de 
sus derechos e intereses. 


El parágrafo anterior se aplicará a las personas ju- 
rídicas constituidas, autorizadas o inscriptas de confor- 
midad con las leyes de cualquiera de los dos Estados. 


Artículo 22 


Ninguna caución o depósito, cualquiera que sea su 
denominación podrá ser impuesto en razón de la con- 
dición de ciudadano o residente permanente del otro 
Estado. 


El parágrafo anterior se aplicará a las personas ju- 
rídicas constituidas, autorizadas o inscriptas de confor- 
midad con las leyes de cualquiera de los dos Estados. 


Capítulo VII 
Disposiciones Generales 
Artículo 23 


Los documentos enviados por las autoridades judi- 
ciales de cualquiera de los Estados Partes que sean 
tramitados por las Autoridades Centrales quedan ex- 
ceptuados del requisito de la legalización. — 


Artículo 24 


Las Autoridades Centrales de los Estados Partes 
Contratantes podrán solicitarse recíprocamente pedidos 
de informes en materia de derecho civil, comercial, labo- 
ral o administrativo, sin que éstos irroguen costo alguno, 
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Las Autoridades Centrales de las Partes Contratan- 
tes celebrarán consultas en la oportunidad que conven- 
gan mutuamente, con el fin de facilitar la aplicación 
del presente Convenio. 


Artículo 25 


El beneficio de pobreza reconocido en el Estado 
requirente será admitido en el Estado requerido. 


Artículo 26 


Cada Parte Contratante remitirá, a través de la Au- 
toridad Central, a solicitud de la otra y para fines ex- 
clusivamente públicos, certificados de las actas de los 
Registros de Estado Civil, sin costo. 


Capítulo VII 
Disposiciones Finales 
Artículo 27 


El presente Convenio entrará en vigor en la fecha 
de la última de las notificaciones por la que las Partes 
Contratantes se comuniquen por vía diplomática haber 
dado cumplimiento a todos los requisitos legales res- 
pectivos. 


Artículo 28 


El presente Convenio podrá ser denunciado me- 
diante comunicación escrita, por vía diplomática y sur- 
tirá efecto seis (6) meses después de la fecha de 
recepción de la notificación por parte de la otra Parte 
Contratante. 


HECHO en Montevideo, a los veintiocho días del 
mes de diciembre de mil novecientos noventa y dos, 
en dos ejemplares originales, en idiomas español y 
portugués, siendo ambos textos igualmente auténticos. 


Lucen firmas 


Por el Gobierno de la Por el Gobierno de la 
República Oriental República Federativa 
del Uruguay del Brasil 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales ha 
realizado un nuevo análisis del “Convenio de Coope- 
ración Judicial en Materia Civil, Comercial, Laboral y 
Administrativa con la República Federativa del Bra- 
sil”. En efecto, durante la pasada Legislatura este Con- 
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venio fue objeto de un informe aprobado en forma 
unánime por los entonces integrantes de esta Comi- 
sión. El Cuerpo aprobó asimismo el Convenio pero el 
Proyecto no pudo completar su aprobación por las dos 
Cámaras dentro del término de la Legislatura, por lo 
que el Poder Ejecutivo lo remite ahora nuevamente. 


Esta Comisión comparte en todos sus términos el 
informe entonces elaborado y recomienda al Cuerpo le 
dé su aprobación. 


Transcribimos a continuación el mencionado infor- 
me: 


“] - COOPERACION Y ASISTENCIA JUDICIAL 


Este Convenio, suscrito el 28 de diciembre de 1992, 
se desarrolla en 8 Capítulos y 28 artículos, con el 
objeto de que las Partes se presten “asistencia mutua y 
amplia cooperación judicial en materia civil, comer- 
cial, laboral y administrativa' (Art. 1%). Comprende, 
por un lado, la cooperación judicial en sentido estric- 
to, que tiene lugar durante el proceso (ya sea en las 
etapas iniciales, para permitir su comienzo o en ins- 
tancias ulteriores, para hacer viable su prosecución) y 
que permite que el mismo pueda llevarse a cabo, dada 
la radicación en el extranjero de algunos de los ele- 
mentos involucrados. Por otro lado, abarca el grado 
máximo de cooperación jurisdiccional, en las etapas 
posteriores a la obtención de la sentencia (o del laudo 
arbitral, en su caso) lo que permite hacerlos valer, en 
el otro Estado Parte, con idénticos efectos que en el 
país en que fueron dictados. 


Es importante destacar que Brasil no es Parte de 
los Tratados de Montevideo de Derecho Procesal In- 
ternacional de 1889 ni de 1940, así como tampoco de 
las Convenciones referentes a este tema que fueron 
suscritas en el ámbito de las CIDIP (Conferencia Inte- 
ramericana Especializada sobre- Derecho Internacional 
Privado). 


. 2 - AUTORIDADES CENTRALES 


El Art. 2” establece que 'A los fines del presente 
Convenio la Autoridad Central de la República Orien- 
tal del Uruguay será el Ministerio de Educación y Cul- 
tura, y la Autoridad Central de la República Federativa 
del Brasil será el Ministerio de Relaciones Exteriores. 
A tal efecto las Autoridades Centrales se comunicarán 
directamente entre ellas, dando intervención a las au- 
toridades competentes cuando sea necesario”. 


3 - EXHORTOS 
En lo que se refiere a la cooperación en sentido 


estricto, cada Parte Contratante deberá enviar a las 
autoridades judiciales de la otra, según la vía prevista 
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en el Art. 2”, los exhortos en materia civil, comercial, 
laboral o administrativa, cuando su objeto se circuns- 
criba a las diligencias de mero trámite, tales como 
citaciones, intimaciones, notificaciones u otras seme- 
jantes, así como a las medidas probatorias. 


Los Art. 4” y $” prevén el contenido de los exhor- 
tos, regulando los aspectos de estilo comúnmente re- 
cogidos en los textos internacionales. 


El Art. 4” dispone que: 
“Los exhortos deberán contener: 


a) denominación y dirección del órgano judicial re- 
quirente; 


b) individualización del expediente con especificación 
del objeto y naturaleza del juicio y del nombre y 
dirección de las partes; 


c) transcripción de la resolución que ordena la expe- 
dición del exhorto; 


d) nombre y dirección del apoderado de la parte soli- 
citante en el Estado requerido, si lo hubiere; 


e) indicación del objeto del exhorto, precisando el 
nombre y dirección del destinatario de la medida; 


f) información del término de que dispone la persona 
afectada por la medida para cumplirla; 


g) descripción de las formas o procedimientos espe- 
ciales con que ha de cumplirse la solicitud; 


h) cualquier otra información que pueda facilitar el 
cumplimiento del exhorto”. 


A su vez, el Art. 5” dispone que: 


“Si se solicita la recepción de pruebas, el exhorto 
deberá además contener: 


a) una descripción del asunto que facilite la diligen- 
cia probatoria; 


b) nombre y dirección de testigos u otras personas o 
instituciones que deban intervenir; 


c) texto de los interrogatorios y documentos necesa- 
rios”. 


Se establecen en forma preceptiva las hipótesis en 
las que la ejecución del exhorto podrá ser denegada, 
cuando tal ejecución no se encuentre dentro de las 
facultades de la autoridad judicial del Estadu requeri- 
do o cuando por. su naturaleza, atente contra los prin- 
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cipios esenciales de orden público, fórmula que reitera 
textos internacionales en vigor. 


Se aclara, asimismo, que la ejecución del exhorto, 
no implica el reconocimiento de la jurisdicción inter- 
nacional del Juez del cual aquel emana, previsión ade- 
cuada en virtud de que la competencia internacional 
no se prevé como requisito para dar trámite a un ex- 
horto, tanto por la doctrina como por el presente u 
otros Convenios en esta materia (Art. 6”). 


Los exhortos y los documentos que los acompañen 
deberán redactarse en el idioma de la Parte requerida o 
ser acompañados de una traducción a dicho idioma 
(Art. 75). 


El Art. 8” dispone que las partes interesadas y sus 
representantes puedan comparecer y ejercer las facul- 
tades contempladas en la legislación del Estado reque- 
rido, a cuyos efectos se deberá informar el lugar y la 
fecha en que la medida solicitada se hará efectiva, 
notificación que habrá de efectuarse con la debida an- 
ticipación por intermedio de las respectivas Autorida- 
des Centrales. 


Con referencia a la Ley aplicable a la ejecución o 
cumplimiento de los exhortos, el Art. 9” estipula que: 
“El cumplimiento de los exhortos se efectuará de acuer- 
do a la Ley interna de la Parte Contratante requerida. 


Sin embargo podrá accederse a la solicitud de la 
autoridad requirente de aplicar un procedimiento espe- 
cial, siempre que éste no sea incompatible con el or- 
den público del Estado requerido. 


La ejecución del exhorto deberá llevarse a cabo sin 
demora". 


El Convenio brinda una solución razonable en ma- 
teria de aplicación de medidas coercitivas a la ejecu- 
ción del exhorto, en tanto dispone que la autoridad 
requerida aplicará las previstas en su legislación inter- 
na, en los casos y con el alcance con que deba hacerlo 
para ejecutar una medida similar proveniente de las 
autoridades de su propio Estado (Art. 10). 


Asimismo, el Art. 12 establece que: “La ejecución 
del exhorto no podrá dar lugar al reembolso de ningún 
tipo de gastos”. 


Sin embargo, la Parte Contratante requerida tendrá 
derecho a exigir de la Parte Contratante requirente el 
pago de los honorarios de los peritos o intérpretes, 
como así también el pago de los gastos resultantes de 
la aplicación de una formalidad especial solicitada por 
la Parte Contratante requirente. 


Por su parte, el Art, 14 estipula que: “Los trámites 
necesarios para hacer efectivo el cumplimiento del ex- 
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horto no requerirán la intervención de parte interesa- 
da, debiendo ser practicados de oficio por la autoridad 
judicial competente del Estado requerido”. 


4 - RECONOCIMIENTO Y EJECUCION DE SEN- 
TENCIAS JUDICIALES Y LAUDOS ARBITRALES. 


Conforme al Art. 15 las disposiciones del presente 
Capítulo serán aplicables al reconocimiento y ejecu- 
ción en el Estado requerido de las sentencias judicia- 
les y laudos arbitrales pronunciados en el Estado 
requirente, en materia civil, comercial, laboral y admi- 
nistrativa. Las mismas serán igualmente aplicables a 
las sentencias en materia de reparación de daños y 
restitución de bienes pronunciadas en jurisdicción pe- 
nal. Las sentencias y laudos recién referidos (Art. 16) 
“tendrán eficacia extraterritorial en las Partes Contra- 
tantes si reúnen las siguientes condiciones: 


a) que den cumplimiento a las formalidades externas 
necesarias para ser considerados auténticos en el 
Estado de donde proceden; 


b) que la sentencia o laudo y los documentos anexos 
que fueren necesarios estén debidamente traduci- 
dos al idioma oficial del Estado en el que se solici- 
ta su reconocimiento y ejecución; 


c) que la sentencia o laudo emanen de un órgano ju- 
dicial o arbitral competente según las normas del 
Estado requerido sobre jurisdicción internacional; 


d) que la parte contra la que se pretende ejecutar la 
decisión haya sido debidamente citada y se haya 
garantizado el ejercicio de su derecho de defensa; 


e) que la decisión tenga fuerza de cosa juzgada y/o 
ejecutoria en el Estado en el que fue dictada; 


f) que no contraríen manifiestamente los principios 
esenciales de orden público del Estado en el que se 
solicitan el reconocimiento y/o ejecución. 


Los requisitos de los incisos a), c) d) y e) deben 
surgir del testimonio de la sentencia judicial o laudo 
arbitral”, 


Finalmente, y de acuerdo al Art. 17, “La parte que 
en un juicio invoque una sentencia judicial o un laudo 
arbitral deberá acompañar un testimonio del mismo 
con los requisitos de los incisos a) a e) del artículo 
precedente”. ; 


El Art, 18 regula la denegación del reconocimien- 
to y ejecución, así como la eficacia extraterritorial 
parcial: No se reconocerá ni se procederá a la ejecu- 
ción de sentencia o laudo si se alegare y probare por la 
parte interesada que existe sentencia O laudo firme, 
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pronunciado anteriormente en el Estado requerido, en 
un proceso entre las mismas partes, referente a los 
mismos hechos y con idéntico objeto. 


Si una sentencia o laudo no puede tener eficacia en 
su totalidad, la autoridad judicial competente en el 
Estado requerido podrá admitir su eficacia parcial me- 


“diando solicitud de parte interesada”. 


Según se dispone habitualmente en la materia, los 
procedimientos, así como la competencia de los res- 
pectivos órganos judiciales, habrán de regirse por la 
Ley del Estado requerido (Art. 19). 


5 - FUERZA PROBATORIA DE LOS INSTRU- 
MENTOS PUBLICOS 


El convenio brinda a través del Art. 20 una solu- 
ción de enorme importancia práctica: “Los instrumen- 
tos públicos emanados de un Estado Parte tendrán en 
el otro ta misma fuerza probatoria que sus propios 
instrumentos públicos”. 


6 - IGUALDAD DE TRATO PROCESAL 


Los ciudadanos o residentes permanentes de un Es- 
tado Parte gozarán en el otro, de idénticas condiciones 
de que gozan los mismos de dicho Estado para acceder 
ante sus órganos judiciales. 


La disposición abarca también a las personas jurÍ- 
dicas constituidas, autorizadas o inscriptas según las 
leyes de cualquiera de ambos Estados (Art. 21), a las 
que no se impondrá caución o depósito alguno por el 
mero hecho de su pertenencia (según los términos del 
Convenio) al otro Estado Parte (Art. 22). 


7 - DISPOSICIONES GENERALES 


Bl Art 23 dispone que los documentos enviados 
por las autoridades judiciales de cualquiera de los Es- 
tados Partes que sean tramitados por las Autoridades 
Centrales quedan exceptuados del requisito de la lega- 
lización. 


De igual forma será gratuita la trasmisión respecti- 
va de informes entre las Autoridades Centrales en tas 
materias que constituyen el objeto del Convenio (Art. 
24). También será sin costo la remisión efectuada por 
cada Parte Contratante (a través de la Autoridad Cen- 
tral), de certificados de las actas de los Registros de 
Estado Civil, para fines exclusivamente públicos (Art. 
26). 


E Art. 25 consagra que el beneficio de pobreza 
reconocido en el Estado requirente será admitido en el 
Estado requerido. 
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8 - ENTRADA EN VIGOR. DENUNCIA. 


H Art. 27 establece que “El presente Convenio 
entrará en vigor en la fecha de la última de las notifi- 
caciones por la que las Partes Contratantes se comuni- 
quen por vía diplomática haber dado cumplimiento a 
todos los requisitos legales respectivos”. 


Por su parte el Art, 28 dispone: “El presente Acuer- 
do podrá ser denunciado mediante comunicación es- 
crita por vía diplomática y surtirá efecto seis meses 
después de la fecha de recepción de la notificación por 
parte de la otra Parte Contratante”. 


Como es fácil advertir, este Convenio constituye 
un instrumento internacional de naturaleza imprescin- 
dible para ser viable un regular funcionamiento de la 
prestación de justicia en ambos países en presencia de 
un proceso internacional, es decir, cuando existan ele- 
mentos del proceso radicados en el otro Estado Parte 
(domicilio del demandado, elémentos probatorios, etc.) 
y sea necesario, en consecuencia, acudir a las instan- 
cias de cooperación internacional. 


Asimismo, la eficacia extraterritorial de las senten- 
cias y laudos arbitrales (en su doble vertiente de reco- 
nocimiento y ejecución) complementan las previas 
etapas de cooperación en tanto, a pesar de haber sido 
pronunciados en uno de los Estados Partes, se estiman 
igualmente válidos en el otro a todos los efectos. 


Esta Comisión entiende que las características del 
presente Convenio son de singular importancia para 
nuestro país, por lo que se considera favorable y nece- 
saria su aprobación”. 


Sala de la Comisión, 24 de agosto de 1995. 


Reinaldo Gargano (Miembro Informante), Amé- 
rico Ricaldoni, Sergio Chiesa, Rafael Michelini, 
Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, Alberto 
Couriel. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: a los efectos de 
ilustrar y actualizar a los señores Senadores en esta materia, 
simplemente, procedería a leer la introducción de este infor- 
me que sintetiza a la perfección su contenido. Allí se dice lo 
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siguiente: “Este Convenio, suscrito el 28 de diciembre de 
1992, se desarrolla en 8 capítulos y 28 artículos, con el obje- 
to de que las Partes se presten “asistencia mutua y amplia 
cooperación judicial en materia civil, comercial, laboral y 
administrativa* (Art. 1). Comprende, por un lado, .la coopera- 
ción judicial en sentido estricto, que tiene lugar durante el 
proceso (ya sea en las etapas iniciales, para permitir su co- 
mienzo o en instancias ulteriores, para hacer viable su prose- 
cución) y que permite que el mismo pueda llevarse a cabo, 
dada la radicación en el extranjero de algunos de los elemen- 
tos involucrados. Por otro lado, abarca el grado máximo de 
cooperación jurisdiccional en las etapas posteriores a la ob- 
tención de la sentencia (o del laudo arbitral, en su caso) lo 
que permite hacerlos valer en el otro Estado Parte, con idén- 
ticos efectos que en el país en que fueron dictados. 


Es importante destacar que Brasil no es Parte de los Tra- 
tados de Montevideo de Derecho Procesal Internacional de 
1889 ni de 1940, así como tampoco de las Convenciones 
referentes a este tema que fueron suscritas en el ámbito de la 
CIDIP (Conferencia Interamericana Especializada sobre De- 
recho Internacional Privado)”. 


Creo que esto sintetiza el contenido del Convenio y la 
necesidad de aprobarlo lo más rápidamente posible. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 3 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Convenio de 
Cooperación Judicial en Materia Civil, Comercial, La- 
boral y Administrativa entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Federativa del Brasil, suscrito 
en Brasilia el 28 de diciembre de 1992”. 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el Proyecto de Ley y se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del Proyecto de Ley aprobado por 
ser igual al considerado). 
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14) NORMAS PRESUPUESTALES DEFICITARIAS. 
Aprobación. Proyecto de Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la discusión particular del Proyecto por el que se estable- 
ce que los Proyectos de Ley que signifiquen erogaciones para 
el Tesoro Nacional deberán contar con financiación genuina. 


(Antecedentes: Ver 36" S.O.) 
--En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 

(Se lee:) 


“ARTICULO t”. - En aplicación de lo dispuesto 
por los artículos 86, 215, 220 y 221 de la Constitu- 
ción, el Poder Legislativo no aprobará proyectos de 
ley que signifiquen: 


A) Aumentar el déficit consolidado del Estado. 


B) Aumentar gastos, cuando la Constitución así se 
lo permita, que no estén financiados por recursos rea- 
les provenientes de tributos, precios o donaciones”. 


-En consideración. 
SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene. la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - A título de introduc- 
ción, me veo forzado a hacer algunos comentarios, más de 
índole reglamentaria que referidos directamente al Proyecto. 


Como los señores Senadores recordarán, este Proyecto tuvo 
un trámite un tanto inusual o excepcional. Vino al Pleno 
informado por una Comisión, se produjo la discusión general 
y como resultado de ella, se resolvió enviarlo a la Comisión 
de Constitución y Legislación y que cuando reingresara al 
Senado lo haría para la discusión particular. 


Sin embargo, como pasa tantas veces, la realidad nos des- 
vió de ese camino y, como tendré oportunidad de explicar 
más adelante, el Proyecto fue objeto de un extenso debate a 
lo largo de varias sesiones de la Comisión. El resultado que 
traemos a consideración del Cuerpo dista del texto original y, 
en función de ello, a mi juicio -creo que de la Comisión 
también; no recuerdo si lo habíamos discutido- es razonable 
y aconsejable que invirtamos un poco el procedimiento acor- 
dado: y permitamos un nueva instancia de discusión general. 
Personalmente, entiendo que no debemos volver a incursio- 
nar en todos los temas políticos de fondo, pero sí se debe 
permitir una amplitud de movimiento a los señores Senadores 
eñ cuanto a la consideración de este Proyecto en concreto. Es 
decir que nuestra sugerencia sería la de permitir una cierta 
latitud en la discusión particular, más allá de los límites re- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-175 


glamentarios, sin reeditar todos los temas de fondo o políti- 
cos a que hicimos referencia en la instancia anterior. 


A los efectos de que los señores Senadores tengan, al 
comienzo, una composición de lugar, también cabe destacar 
en esta parte introductoria que el Proyecto viene al Pleno 
votado en mayoría y no por unanimidad. Más adelante ten- 
dremos oportunidad de ver las objeciones que retenemos como 
más importantes que se hicieron a nivel de la Comisión. Esta 
analizó el Proyecto que le había sido remitido, a la luz de la 
discusión, sobre todo, de los temas concretos de índole jurídi- 
co y de conveniencia que se plantearon en el Senado. 


Las objeciones que surgieron se podrían resumir, básica- 
mente, en tres y que, estoy seguro, recordarán los señores 
Senadores. En primer lugar, se observó el carácter interpreta- 
tivo que tenía el Proyecto en su redacción original, Personal- 
mente, no comparto esto, pero reitero que fue motivo de 
observaciones. Asimismo, se hizo referencia al relativo grado 
de efectividad jurídica o jurídico-práctica que tenía el Pro- 
yecto. Es decir, qué efectos podría esperarse de él en el futu- 
ro. A la vez, se criticó la calificación de “genuinos” que se 
daba a la palabra “recursos” como manera de acotartos en las 
líneas generales que tenía en Proyecto. 


Repito que esta iniciativa fue motivo de largas delibera- | 
ciones y discusiones en la Comisión de Constitución y Legis- 
lación y el producto de ellas es un Proyecto que ya no es 
interpretativo sino reglamentario. Por lo tanto, tendría que 
satisfacer a los que mantenían este tipo de duda u observa- 
ción. Se trata, además, de una iniciativa que, a juicio de 


"quienes la acompañan, procura definir con mayor precisión 


su objetivo, ya que ahora se centra específicamente en el 
tema de las normas deficitarias, a lo cual se refiere especíti- 
camente el artículo 1*. ; 


Por supuesto siempre haciendo referencia a la opinión 
mayoritaria, es un Proyecto de Ley que, por un lado, se ubica 
en la línea de lo que ha sido la evolución constitucional de 
nuestro país a partir de la Constitución de 1942, en cuanto 
acota ciertas facultades del Parlamento en el campo de la 
política económica o, si se quiere, reserva un grado mayor de 
competencia al Poder Ejecutivo en esa materia. Por otro lado, 
está dentro de un línea que podríamos llamar de énfasis por 
la disciplina fiscal, aspecto que se visualiza muy claramente, 
reitero, en las Constituciones nacionales a partir de la apro- 
bada en el año 1942. 


Este Proyecto de Ley no sólo se inscribe dentro de esa 
evolución constitucional del país, sino que en cierta forma 
avanza en esa línea, abarcando campos mayores de los que 
están previstos en el proyecto original, como por ejemplo, los 
que tienen que ver con los artículos 220 y 221 de la Constitu- 
ción de la República. 


Por último, a nivel de comentarios generales, deseo desta- 
car que es un Proyecto de Ley que, a nuestro juicio, levanta, 
si no totalmente por lo menos en buena medida, la duda o la 
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objeción que se hacía en cuanto a que se pudiera estar votan- 
do una norma de escasa efectividad práctica. En ese sentido, 
el Proyecto incluye dos artículos adicionales en los que se 
completa el. mecanismo, si se quiere en los aspectos progra- 
máticos -concretamente, se hace referencia a esto en el artículo 
1”- mediante posibilidades concretas de defender esa línea y 
hacerla efectiva por la vía de la acción de inconstitucionalidad, 
aspectos que están cubiertos en los artículos 2” y 3”. 


Quiere decir que consideramos que en ese sentido hay un 
avance positivo muy marcado de este Proyecto de Ley res- 
pecto de iniciativas anteriores, en cuanto a darle efectividad 
práctica. Como pueden observar los señores Senadores, se 
abarca un campo más amplio y, sí se quiere, más preciso que 
las redacciones anteriores, mediante mecanismos que, si bien 
son potestativos del Poder Ejecutivo, permiten salvar y de- 
fender en la práctica las normas y las metas que se pretenden. 


Esto ha sido a modo de planteo general del contenido y 
las virtudes del Proyecto de Ley de parte de quienes do apo- 
yamos y contribuimos a su gestación a nivel de la Comisión. 


A continuación, voy a hacer referencia a las objeciones 
que se plantearon en Comisión o, por lo menos, las que yo 
recuerdo como de mayor importancia. Si los señores Senado- 
res me permiten, lo voy a hacer con cierta extensión, ya que 
quien opuso mayor resistencia al Proyecto de Ley a nivel de 
la Comisión fue el señor Senador Korzeniak, que hoy no está 
presente, y no me gustaría que en su ausencia su posición no 
fuera conocida por el Cuerpo. Espero poder teflejarla con 
justicia; de no ser así, me corregirán otro colegas integrantes 
de la Comisión. 


La primera observación que planteaba el señor Senador 
Korzeniak refería a la utilización del término “consolidado” 
en el artículo 1? como calificativo del déficit, aspecto que si 
mal no recuerdo fue mencionado, aunque lateralmente, por el 
señor Senador Astori en la discusión del Plenario. Concreta- 
mente, la duda que planteaba el señor Senador Korzeniak era 
si estábamos frente a una palabra de comprensión natural o 
fácil o si, por el contrario, este calificativo no daría lugar a 
dificultades de interpretación del texto. Mi posición personal 
al respecto es que el aditivo del calificativo “consolidado” 
hace al concepto mucho más claro y es lo utilizado común- 
mente en la jerga económica, en la que es perfectamente 
entendido, ya que responde a los criterios que utilizan los 
organismos públicos. Básicamente, lo emplea el Banco Cen- 
tral del Uruguay cuando confecciona y publica la informa- 
ción macroeconómica. Además, se trata de una información 
sobre la que este organismo hace un seguimiento y lo publica 
con regularidad, o sea que, a mi modo de ver, no daría lugar 
a confusiones porque, reitero, tiene un punto de referencia 
concreto en la información tal como la confecciona y divulga 
esa institución. Por el contrario, si simplemente en el texto 
dejáramos la palabra “déficit”, creo que la norma podría dar 
lugar a una variación muy grande de interpretaciones, confu- 
siones y sería una válvula de escape que, con toda probabili- 
dad, tornaría mucho menos efectiva a la norma en cuanto a 
su aplicación práctica. 
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El segundo grupo de objeciones que planteaba el señor 
Senador Korzeniak es de corte netamente jurídico y tiene que 
ver con la posibilidad jurídica de que el Poder Ejecutivo 
interponga recursos de inconstitucionalidad. Este grupo, a su 
vez, se subdivide en tres campos. 


En primer lugar, tenemos la tesis manejada por el señor 
Senador Korzeniak en Comisión que plantea que el Poder 
Ejecutivo carecería de legitimación activa para poder inter- 
poner recursos de inconstitucionalidad. Por supuesto, entien- 
do que se trata de un tema discutible, pero puedo adelantar 
que tal tesis no fue compartida por la mayoría de la Comi- 
sión. A raíz de ello estuve haciendo una investigación, tratan- 
do de refrescar conocimientos en la materia. Un análisis de la 
doctrina me Hevó a ver que, efectivamente, como pasa en 
tantos casos, existen dos opiniones: por un lado, tenemos la 
posición que sostienen los Doctores Moretti, Cagnoni y Aguirre 
Ramírez, quienes sostienen la tesis de que el Poder Ejecutivo 
no tendría legitimación activa, es decir, que no sería persona 
de derecho en esta materia; y, por otro, acompañando la tesis 
mayoritaria de la Comisión, se encuentra la postura de una 
serie de Profesores, bastante significativos, empezando por 
Justino Jiménez de Aréchaga, Véscovi, Arlas, Guido Berro 
Oribe, Cassinelli Muñoz, Augusto Durán Martínez, Martín 
Risso, así como también la del Fiscal de Corte, Esta posición, 
además, ha configurado la jurisprudencia pacífica de la Su- 
prema Corte de Justicia, si no me equivoco, desde la década 
del 50 en adelante. 


Sobre este tema de fondo, en el cual hizo mucho hincapié 
el señor Senador Korzeniak, me parece que es importante -lo 
que me llevará un poco más de tiempo- dar a conocer a los 
señores Senadores algunas de las opiniones doctrinarias que, 
reitero, se inscriben en la línea sustentada por la mayoría de 
la Comisión. E 


Justino Jiménez de Aréchaga, en sus escritos sobre “La 
Constitución Nacional”, en la página 225 del Tomo VIII, 
aunque en una forma un tanto lateral hace referencia al tema 
de la legitimación activa y dice lo siguiente: “Así, a mi jui- 
cio, la regla general debe ser ésta: puede promover la cues- 
tión de inconstitucionalidad todo litigante a cualquier título” 
-Justino Jiménez de Aréchaga está refiriéndose a la Constitu- 
ción de 1942, de ahí que mencione al litigante; la norma se 
modificó posteriormente, eliminando el requisito de que ne- 
cesariamente debía ser parte de un juicio- “para impedir que 
la norma inconstitucional pueda transformarse en fundamen- 
to de la decisión judicial a recaer en la contienda”. 


“Quedan cuestiones secundarias. En algunos países se ha 
discutido, por ejemplo, si los Fiscales dependientes del Poder 
Ejecutivo pueden deducir la defensa de inconstitucionalidad 
contra una Ley. Se sostiene que desde que el Poder Ejecutivo 
es co-legislador, ya ha tenido la oportunidad para oponerse a 
la formación de la ley inconstitucional, negando la promulga- 
ción”. 


“En nuestro país no se puede defender idéntico criterio; si 
bien el Ejecutivo es co-legislador, no puede oponerse eficaz- 
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mente a que se termine el proceso de formación de una Ley 
mediante un veto absoluto, desde que, en todo caso, sus ob- 
servaciones podrán ser superadas por la Asamblea General 
por mayoría especial”. 


Como se podrá apreciar, el Doctor Justino Jiménez de 
Aréchaga se inscribe en la tesis general, según la cual el 
Poder Ejecutivo está habilitado para deducir acción de in- 
constitucionalidad. : 


En la misma línea se inscribe el Doctor Cassinelli Muñoz, 

quien en un artículo publicado en el libro “Estudios Jurídicos 
en memoria de Eduardo J. Couture”, en el año 1937, expresa 
lo siguiente: “La circunstancia de que el Poder Ejecutivo 
tenga intervención en la elaboración de las leyes no elimina, 
como se ha sostenido (28), la posibilidad de que la persona 
pública Estado pueda estar legitimada para solicitar la decla- 
ración de inconstitucionalidad de la Ley que aquél promulgó. 
La intervención que compete al Poder Ejecutivo, al Poder 
Legislativo, al Tribunal de Cuentas (Arts. 210 y 213), al 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo (disposición tran- 
sitoria Ñ), a los Consejos Directivos de los Entes de Ense- 
fianza (Art. 204, inciso tercero), al Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia (Art. 240), a las Juntas Departamentales 
(Art. 273), en la elaboración de las leyes, no tiene relación 
con la legitimación de las personas públicas para solicitar la 
inconstitucionalidad. Ni siquiera cuando hay consentimiento 
expreso (por ejemplo, promulgación expresa de un Proyecto 
de Ley sin observaciones), puede entenderse que queda ex- 
cluida la posibilidad de accionar luego contra el acto consen- 
tido (29). En efecto, la acción de inconstitucionalidad es un 
derecho indisponible e irrenunciable, que no puede extinguir- 
se por una equivocación de los integrantes del órgano públi- 
co, como tampoco podría renunciarse por ninguna persona 
privada”. 


“Si una Ley estableciera por ejemplo la inamovibilidad de 
tos funcionarios policiales, el Poder Ejecutivo podría entablar 
acción de inconstitucionalidad en cuanto se habría restringi- 
do su competencia en violación del Art. 168, ord. 18 de la 
Constitución, lo que lesionaría un interés directo, personal y 
legítimo de la Administración, opuesto al interés del funcio- 
nario policial, Claro está que no podría el Poder Ejecutivo 
dejar de cumplir la Ley hasta tanto terminase el proceso 
sobre inconstitucionalidad, puesto que aquél no es Juez de la 
constitucionalidad de la Ley”. 


“La persona pública Estado o Administración Central, está 
legitimada, en su caso, para accionar, por el órgano a quien 
competa la gestión del interés lesionado por el acto legislati- 
vo: así, si una Ley declarase aplicable el Estatuto Central de 
los Funcionarios, previsto en el Art. 59 de la Constitución, a 
los funcionarios de la Cámara de Senadores, sería este Órgano 
el que estaría legitimado para accionar de inconstitucionali- 
dad, porque aquella Ley violatoria del Art. 107 de la Consti- 
tución, lesionaría el interés directo, personal y legítimo de la 
Administración, ejercido por cada Cámara, de regular autó- 
nomamente el estatuto de sus funcionarios respectivos sin 
más encuadramiento jurídico que el texto constitucional”. 
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Por su parte, Enrique Véscovi en los “Cuadernos de la 
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales”, del año 1967 -en 
el libro “El Proceso de Inconstitucionalidad de la Ley”- refi- 
riéndose a la “Legitimación de personas públicas y colecti- 
vas. Posibilidad de reclamar la inconstitucionalidad por el 
Poder Ejecutivo”, expresa lo siguiente: “La calidad de “parte 
interesada” en el proceso de inconstitucionalidad no sólo pue- 
de tenerla la persona física o jurídica de derecho privado, 
sino también las de derecho público. En ese sentido no pue- 
den establecerse limitaciones, en regímenes como el nuestro. 
En efecto, al emplear la Constitución la locución “cualquier 
interesado” no puede más que interpretarse ampliamente ta 
misma y aceptar la legitimación de los organismos públicos”. 


Más adelante, continúa diciendo: “Con referencia a las 
personas colectivas como partes no existen normas especia- 
les, más que las que resultan de su regulación normativa 
especial. No hay, pues, diferencias y deben exigirse iguales 
requisitos que a los particulares, Se requerirá también “inte- 
rés directo, personal y legítimo”. En ese sentido, como vi- 
mos, la Suprema Corte de Justicia del Uruguay ha rechazado 
la legitimación de un Ente, que impugna la constitucionali- 
dad de una Ley que perjudica, directamente, a otro aunque 
lesione indirectamente al peticionante (53). Inclusive se ha 
negado tal derecho al Poder Ejecutivo, en un caso que invo- 
caba la inconstitucionalidad de una Ley que afectaba a un 
Ente Autónomo (54). Pero si tiene interés directo (propio) la 
legitimación existe y la persona pública puede actuar, si la 
norma la afecta”. 


Luego, señala: “Alguna duda ha planteado, especialmente 
en la doctrina, la legitimación del Poder Ejecutivo. En efecto 
dada su calidad de órgano co-legisiador, y de su derecho de 
veto, que le acuerda la posibilidad exclusiva de rechazar la 
Ley -aunque sólo con efecto suspensivo- se ha pensado que 
no cabe otorgarle esta vía (56). No obstante ello, y a falta de 
norma expresa, creemos que la solución debe ser afirmativa y 
así lo entiende la mayoría de la doctrina nacional (57). Con- 
sideramos que en un régimen, en el cual el proceso de in- 
constitucionalidad se refiere exclusivamente al caso concretó 
que se plantea, resulta incongruente argumentar que el Poder 
Ejecutivo no vetó la Ley, o la vetó y se levantó dicho 
obstáculo, puesto que cuando ejerce esta función, lo hace en 
defensa del interés general, considerando la norma en forma 
genérica (en actividad política)”. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


-Si me permiten, quisiera consultar al señor Presidente en 
qué régimen estamos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En la medida en que no se ha 
solicitado, formalmente, la reconsideración de la votación, la 
Mesa informa al señor Senador Posadas Montero que el Se- 
nado continúa en la discusión particular del Proyecto de Ley. 


Si los señores Senadores no se oponen en este sentido, la 
Presidencia está dispuesta a manejar con latitud este criterio, 
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de forma tal que el señor Senador Posadas Montero pueda 
presentar su informe de manera completa, al igual que lo 
harán los miembros que tienen discordancias con el Proyecto 
de Ley. 


Puede continuar el señor Senador Posadas Montero. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Gracias, señor Presi- 
dente. Aunque la exposición no sea muy entretenida, me pa- 
rece necesaria, teniendo en cuenta las dudas planteadas por el 
señor Senador Korzeniak. 


Continuando con la cita del Doctor Véscovi, más adelante 
expresa lo siguiente: “Nuestra Suprema Corte de Justicia ha 
admitido la inconstitucionalidad interpuesta por un órgano de 
la administración rechazado el argumento de que el Poder 
Ejecutivo, del cual dependía aquél, hubiera promulgado la 
Ley y luego no promovido su derogación (58)”. 


Para no extenderme más, reitero que el Doctor Augusto 
Durán Martínez, en un artículo publicado en Anales del Foro 
del año 5” -en una extensa cita y haciendo pie en Justino 
Jiménez de Aréchaga- reitera argumentos muy similares en 
favor de la legitimidad activa del Poder Ejecutivo. Lo mismo 
hace el Doctor Martín Risso, Profesor grado $ de la Universi- 
dad, en un informe del último coloquio de Derecho Público 
que será publicado a la brevedad. 


En definitiva, sobre este punto, considero que las exposi- 
ciones doctrinarias son muy contundentes en la línea de la 
tesis sustentada por la mayoría de los miembros de la Comi- 
sión. Recordemos que no hay una norma expresa que excluya 
al Poder Ejecutivo o a otros Poderes del ejercicio de ese 
derecho. Por lo tanto, me doy por satisfecho en cuanto a ese 
punto jurídico. 


El segundo aspecto de los tres que mencionaba el señor 
Senador Korzeniak, es acerca de sí con respecto al Poder 
Ejecutivo existiría ese requisito que establece la Constitución 
para deducir acción de inconstitucionalidad, es decir, si ha- 
bría un interés directo, personal y legítimo. Al respecto, acla- 
ro que no he encontrado doctrina ni jurisprudencia contraria, 
De todos modos, este no es uno de los puntos sobre los que 
más insistió el señor Senador Korzeniak. A mi juicio, creo 
que es muy clara, tanto desde el punto de vista práctico como 
jurídico, la posibilidad cierta de que el Poder Ejecutivo, en 
determinadas circunstancias, tenga efectivamente un interés 
directo y legítimo en promover la inconstitucionalidad de 
una norma legal. 


Como es obvio, el Poder Ejecutivo es un órgano previsto 
por la Constitución, la que le asigna determinadas competen- 
cias y le fija, tanto desde el punto de vista jurídico como 
político, ciertas responsabilidades que -como todos sabemos- 
se entrecruzan. No es infrecuente la hipótesis de normas que, 
por invadir sus competencias, le signifiquen al Poder Ejecuti- 
vo asumir responsabilidades que vulneren efectivamente un 
interés legítimo. Esto es muy claro en el plano económico o 
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de las llamadas políticas económicas. Este es un campo en el 
que, por un lado las mayores responsabilidades, sobre todo 
desde el punto de vista político, se adjudican al Poder Ejecu-. 
tivo. Si bien es el centro de las expectativas y responsabilida- 
des en materia económica, no tiene poderes sustanciales, 
puesto que las políticas en este sentido están radicadas fuer- 
temente en el Parlamento. Así, es muy frecuente que el Poder 
Ejecutivo vea vulneradas sus competencias, su responsabili- 
dad, sus expectativas, su imagen y todo su contexto político, 
y tenga un interés directo y legítimo de promover la inconsti- 
tucionalidad de una norma que, repito, haya invadido sus 
competencias y el ejercicio de esas responsabilidades. 


Reitero que no hay norma que le impida al Poder Ejecuti- 
vo actuar de este modo y que no conozco doctrina ni juris- 
prudencia contraria sobre esta materia. 


La tercera observación jurídica hecha por el señor Sena- 
dor Korzeniak también es de carácter interpretativo y está 
referida a que el Poder Ejecutivo no podría deducir acción de 
inconstitucionalidad si no hubiera vetado antes, Es decir que 
se parte de la base de que tiene facultades de co-legislador y 
que ese es el camino que debe seguir, y no puede utilizar la 
vía del recurso de inconstitucionalidad sin antes haber utili- 
zado el anterior. Ya hemos visto algunas opiniones doctrina- 
rias muy claras y contundentes contra esta interpretación. 


Antes que nada, se debe señalar que este argumento es 
contradictorio con el primero. Si vamos a sostener que el 
Poder Ejecutivo debe vetar para luego poder deducir la in- 
constitucionalidad, es porque estamos aceptando que tiene 
legitimación activa; pero las dos cosas a la vez no se pueden 
sostener. 


Tenía idea acerca de que sobre este punto había una juris- 
prudencia bastante pacífica de la Suprema Corte de Justicia; 
sin embargo, una reseña rápida me ha llevado a la conclusión 
de que no hay jurisprudencia unánime, ni uniforme. 


De hecho, no hay ninguna norma constitucional que obli- 
gue al Poder Ejecutivo a vetar previamente a ejercer su dere- 
cho de deducir la acción de inconstitucionalidad. Pienso, 
además, que es bastante fácil de entender el razonamiento 
contrario a esa tesis. El veto es un instrumento de naturaleza 
básicamente política, que hace a la coordinación de los dos 
Poderes y que, precisamente por esta razón, el Constituyente 
no se lo ha impuesto al Poder Ejecutivo, sino que lo ha 
facultado a ejercerlo, a utilizar su discrecionalidad para ver 
si, aun habiendo mérito, es políticamente conveniente o no, 
en ese juego de Poderes, vetar determinada disposición. En 
cambio, el camino para defender a la Constitución de normas 
legales que la ataquen o vulneren es de otra naturaleza; se 
trata de un vía más jurídica que política. Entonces, a mi 
modo de ver, no existe -esto está avalado por opiniones doc- 
trinarias importantes- ningún fundamento lógico para mez- 
clar un instrumento político, como es el veto, con un 
instrumento jurídico, como la declaración de inconstituciona- 
lidad, y obligar a que uno sea la antesala necesaria del otro. 
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ll argumento de que el Poder Ejecutivo es co-legislador, 
que tiene la facultad de vetar y, por lo tanto, ese debe ser el 
camino a seguir, también se podría elaborar sosteniendo que, 
por tener esas potestades, antes de deducir una inconstitucio- 
nalidad estaría obligado a presentar un Proyecto de Ley que 
derogue la norma cuestionada; pero nunca a nadie se le ha 
ocurrido llevar la tesis a ese extremo, a pesar de que -repito- 
estaría basada en los mismos fundamentos. 


Por lo expuesto, entiendo que no hay mayor sustento jurí- 
dico ni lógico para esa hipótesis. Inclusive, hasta podríamos 
imaginar claros casos prácticos, entre ellos, el error. Es per- 
fectamente viable e imaginable que el Poder Ejecutivo hubie- 
ra dejado transcurrir el plazo de un Proyecto de Ley y 
advertido con posterioridad que la iniciativa era inconstitu- 
cional. En ese caso, entonces, se vería impedido de rectificar 
esa situación por el mero hecho de no haber interpuesto el 
veto. También, es dable suponer que al final de un período 
legislativo, y por una conjunción de fuerzas distintas de las 
que emergen de la elección y que formarán parte del cuadro 
de los Poderes en el período siguiente, se le imponga a un 
determinado Poder Ejecutivo una serie de normas inconstitu- 
cionales y este, por no haberlas vetado, quede inhibido de 
provocar su anulación por la vía de la acción de inconstitu- 
cionalidad. Digo, sinceramente, que no hay mayor sustento 
para esa argumentación. 


Por último, en lo que podríamos denominar el campo 
estrictamente jurídico, el señor Senador Korzeniak observaba 
que, de aprobarse este Proyecto de Ley, se le estaría impo- 
niendo a la Suprema Corte de Justicia una interpretación dis- 
tinta a la que se supone sostiene en cuanto a exigir el veto 
previo. Repito que no me consta que exista una corriente 
jurisprudencial unánime y uniforme, pero, si la hubiera, creo 
que no hay ninguna disposición constitucional que impida al 
Poder Legislativo interpretar efectivamente la Constitución, 
puesto que esa es una de sus potestades. Ahora bien, si esa 
interpretación no coincide con la que la Suprema Corte de 
Justicia venía aplicando en determinados casos, ésta deberá 
ajustarse a lo dispuesto por el Poder Legislativo. Para nada 
aquí se está vulnerando la separación de Poderes; muy por el 
contrario, esto se está poniendo en funcionamiento tal como 
lo establece la Constitución de la República. Hasta aquí el 
capítulo estrictamente jurídico. 


Por otra parte, el señor Senador Korzeniak añadía un par 
de observaciones más en materia de política económica, que 
a continuación voy a referir. 


La primera de ellas es que de aprobarse el Proyecto de 
Ley, se le estaría -quiero reflejar bien sus términos- impo- 
niendo al país la teoría económica que favorece los equili- 
brios presupuestales. El señor Senador Korzeniak consideraba, 
no que eso fuera inconstitucional, ni antijurídico, pero sí que 
le merecía objeciones. Á este respecto, me voy a permitir 
hacer dos comentarios. En primer lugar, y sobre si efectiva- 
mente esto puede tipificarse como la imposición de una de- 
terminada teoría económica, quiero decir que, en todo caso, 
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es aquella línea económica que la Constitución de la Repú- 
blica viene siguiendo, repito, desde su versión de 1942. No 


estaríamos, pues, imponiendo un esquema que fuera contrario 


al de la Constitución. 


En segundo término, debo señalar que todos los días el 
Poder Legislativo, en un sentido u otro, está dictando normas 
que de alguna manera van en una determinada dirección, ya 
sea que se trate de la materia económica, la social u otras. 
Que yo sepa, no existen los Gobiernos asépticos; para algo se 
los elige. Entonces, no me causa violencia que en caso de ser 
aprobado este Proyecto de Ley camine en un determinado 
sentido y esté impregnado de cierto razonamiento o filosofía 
económica; me parece lo más normal, e inclusive no sólo 
está dentro de las competencias sino, también, de las obliga- 
ciones del Poder Legislativo. Para eso estamos y, repito, ese 
es el camino que la Constitución marca. 


El último comentario realizado por el señor Senador Kor- 
zeniak era de teoría económica, en el sentido de que los 
déficit no son “per se” malos y en el país puede darse la 
situación en que una buena política económica aconseje la 
creación o el aumento de un déficit, 


A título personal y sin querer enzarzarme en una discu- 
sión, considero que en teoría económica los déficit no son 
“per se” malos y que los libros de texto admiten, al igual que 
algunas situaciones prácticas, casos en los que un aumento 
del gasto tiene sus argumentos a favor. Pero, frente a esto, 
me permito expresar que, si bien legislamos con vocación de 
permanencia, lo hacemos en función de una realidad que 
hemos vivido, que estamos viviendo y que avizoramos en un 
futuro razonable. La misma presenta déficit estructurales, don- 
de el esfuerzo del país en su conjunto y del Gobierno, por 
mucho tiempo tendrá que apuntar a la reducción de esos 
déficit, a su eliminación y aun a transformarlos en superávit. 
La eventualidad teórica de un déficit, llamémosle beneficio- 
so, para el país -que, teóricamente, es admisible- para mí no 
se va a dar en un futuro cercano. Ojalá llegue ese día y, en 
ese momento, no será muy ditícil modificar esta norma y 
permitir la generación de déficit. Ojalá algún día nos reuna- 
mos para efectuar esa modificación, ya que ello hablará muy 
bien de un cambio estructural en la economía del país. Sin 
embargo, este no debe ser un peligro que nos preocupe a 
corto plazo. 


En resumen, debo decir que la Comisión recomienda, por 
mayoría, la aprobación de este Proyecto. En primer término, 
porque comparte la preocupación a favor de una mayor disci- 
plina fiscal. En segundo lugar, porque lo considera perfecta- 
mente alineado con la evolución constitucional en el país, 
con la preocupación del Constituyente en esta materia y res- 
pecto de la política económica en general. 


Los integrantes de la Comisión consideran que este Pro- 
yecto, sin ser una panacea universal -raramente lo son- repre- 
senta un avance importante y. en su nueva formulación, 
contiene mecanismos efectivos de ayuda, para que esto no 
sea una simple manifestación de intenciones. 
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Por último, debo decir que no comparten las dudas de tipo 
jurídico e, inclusive, de política económica, que ya he rese- 
ñado. 


Es cuanto tenía que informar. 
15) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un Proyecto de 
Ley llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores senadores Andújar, Cid, Fernández Faingold, 
Korzeniak y Storace, presentan, con exposición de motivos, 
un Proyecto de Ley por el que se regula el régimen de fun- 
cionamiento de establecimientos privados, destinados a alojar 
a adultos mayores”. 


-A la Comisión de Salud Pública. 
(Texto del Proyecto de Ley:) 


“EXPOSICION DE MOTIVOS 


En nuestro país se han producido cambios en la 
estructura familiar que se expresan en los últimos de- 
cenios. La fuerte estructuración familiar que otrora per- 
mitió el estrecho contacto intergeneracional que 
mantenía al anciano como un referente y protagonista 
de su entorno, se ha ido desvaneciendo. Los hijos que 
se enriquecían con la experiencia de sus padres y se 
alimentaban con el calor y el amor de sus abuelos han 
perdido estas claras referencias afectivas. Como coro- 
lario de condicionantes sociales el anciano dejó su rol 
protagónico en la edificación y consolidación del nú- 
cleo familiar. 


El ritmo de la sociedad moderna condiciona la ne- 
cesidad de trabajo en la pareja y obliga a la ubicación 
de los hijos en guarderías lo que lleva al anciano a 
largas jornadas de soledad, en el mejor de los casos o 
los “expulsa” a las llamadas “residencias” de anciano 
o “casas de salud”. La familia se ha desestructurado y 
ha quedado sin el valor de la experiencia, ni el consejo 
dado con cariño y holgura de tiempo. 


El anciano corta vínculos con su entorno habitual, 
se lo confina en un lugar diferente, rodeado de figuras 
desconocidas, donde debe ejercer un poderoso esfuer- 
zo de adaptación. 


Esta inadecuada pero muchas veces necesaria solu- 
ción, la de institucionalizar al anciano, muchas veces 
empeora por la precariedad de las viviendas, que no 
cuentan con las condiciones adecuadas para la nueva 
etapa a emprender. 


Nuestro país completó la transición demográfica, 
que se caracteriza por una baja tasa de natalidad y un 
alto porcentaje de ancianos. En el año 1991 por enci- 
ma de los 60 años había un 20,5% de la población, 
mientras que los mayores de 65 años constituían un 
14,5% según el informe N” 2 de la Dirección General de 
Estadísticas y Censos. Estas cifras nos colocan en el mis- 
mo perfil demográfico que los países del primer mundo. 


El presente Proyecto de Ley establece parámetros 
en los que deben inscribirse todos aquellos estableci- 
mientos que amparan ancianos, ya sea en forma per- 
manente o parcial. Se establecen en la misma las 
definiciones de los distintos tipos de establecimientos 
y sus características básicas de funcionamiento. 


Se introduce en su artículo quinto el concepto de 
Alojamiento de Horario Parcial, que en el parecer de 
la Comisión de Salud tiene mucha significación, ya 
que su generalización permitiría revertir gran parte de 
los problemas señalados previamente. El Servicio de 
Inserción Familiar contenido en el artículo sexto, brin- 
da la posibilidad de crear hogares sustitutos a los ancia- 
nos donde encontrar alivio a la soledad, recrear la imagen 
familiar al tiempo que pueden desarrollar capacidades de 
trabajo en la casa de acuerdo a su capacidad. 


Se establece la necesidad de inscripción en un Regis- 
tro Unico Nacional, que facilite el control de estos esta- 
blecimientos, por parte del Ministerio de Salud Pública. 


Los artículos noveno y décimo establecen las con- 
diciones mínimas de funcionamiento. Se le asigna un 
papel singular a la necesidad de contar con un especia- 
lista médico, facilitando la asistencia científicamente 
adecuada de este grupo de población. 


Se establece una graduación de sanciones para los 
infractores, 


En el Capítulo VI se crea y se le asignan cometidos 
a la Comisión Honorania de Asesoramiento. 


Somos conscientes de que esta Ley y su reglamen- 
tación posterior permitirán mejorar sólo parcialmente 
algunos aspectos de la vasta problemática de este gru- 
po etario. Reconocemos que el manejo del mismo debe 
hacerse a través de un plan de ancianidad, que procure 
su integración a la sociedad, minimice la necesidad de 
institucionalización, al tiempo que prepara a la perso- 
na mayor para afrontar un nuevo período de su vida. 


Esta Ley pretende regularizar situaciones existentes, 
por medio de criterios únicos y de aplicación general. 


Hugo Fernández Faingold, Alberto Cid, José 
Korzeniak, José Andújar, Nicolás Storace. Se- 
nadores. 
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PROYECTO DE LEY 
CAPITULO I 


DE LA COMPETENCIA DEL 
PODER EJECUTIVO 


Artículo 1”. - Corresponde al Poder Ejecutivo de- 
terminar la política general en materia de ancianidad. 


El Ministerio de Salud Pública, en el ejercicio de 
sus competencias, ejecutará las políticas específicas 
correspondientes y coordinará su aplicación con otras 
instituciones públicas. 


CAPITULO UH 


DE LA CLASIFICACION DE LOS 
ESTABLECIMIENTOS 


Artículo 2” . - Los establecimientos privados a que 
se refiere esta Ley, son aquellos destinados a adultos 
mayores que ofrecen vivienda permanente o transito- 
ria, así como alimentación y otros servicios de acuer- 
do con el estado de salud de los beneficiarios. 


A estos efectos, se considera adulto mayor a toda 
persona que haya cumplido sesenta y cinco años de 
edad. 


Art. 3”, - (Concepto de Hogares). Dichos estableci- 
mientos se denominarán Hogares cuando sin perseguir 
fines de lucro, ofrecen vivienda permanente, alimenta- 
ción y servicios tendientes a promover la salud inte- 
gral de los adultos mayores. 


Art. 4% - (Concepto de Residencias). Se denomi- 
narán Residencias, los establecimientos privados con 
fines de lucro que ofrecen vivienda permanente, ali- 
mentación y atención geriátrico-gerontológica tendiente 
a la recuperación, rehabilitación y reinserción del adulto 
mayor a la vida de interrelación. 


Art. 5”. - (Concepto de Centros Diurnos y Refu- 
gios Nocturnos). Se denominarán Centros Diurnos y 
Refugios Nocturnos, aquellos establecimientos priva- 
dos con o sin fines de lucro, que brinden alojamiento 
de horario parcial (diurno o nocturno), ofreciendo ser- 
vicios de corta estadía, recreación, alimentación, hi- 
giene y atención sico-social. 


Art. 6%. - (De los Servicios de Inserción Familiar). 
Los Servicios de Inserción Familiar para adultos ma- 
yores, son los ofrecidos por un grupo familiar que 
alberga en su vivienda a personas mayores autováli- 
das, en número no superior a tres, no incluyendo aque- 
llas a quienes se deben obligaciones alimentarias 
(artículos 118 a 120 del Código Civil). 
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Para brindar este servicio las familias deberán ope- 
rar como núcleo familiar continente, estar dotadas de 
sólidas condiciones morales y estabilidad, procurando 
el desarrollo de la vida del adulto mayor con salud y 
bienestar. 


CAPITULO HH 


DE LA INSTALACION DE SERVICIOS Y 
ESTABLECIMIENTOS 


Artículo 7”. - (Habilitación y Registro). Todas las 
residencias, hogares, centros y demás servicios para 
adultos mayores, autoválidos o discapacitados, debe- 
rán contar con la habilitación del Ministerio de Salud 
Pública y estar inscriptos en el Registro Unico Nacio- 
nal a cargo de dicha Secretaría de Estado, quien a la 
vez tendrá a su cargo el control sobre dichos estableci- 
mientos. 


La reglamentación determinará las condiciones ne- 
cesarias a los fines de la habilitación a que hace refe- 
rencia el inciso anterior, la forma mediante la cual se 
ejercerá el control de los mencionados establecimien- 
tos así como la periodicidad de las inspecciones cuya 
realización el Ministerio de Salud Pública podrá coor- 
dinar con el Banco de Previsión Social en el marco de 
los cometidos que le asigna el artículo 1” inciso segun- 
do de esta Ley. 


Art. 8”. - (Contenido de los Registros). Los Regis- 
tros deberán incluir la naturaleza jurídica del estable- 
cimiento O características del servicio con identificación 
de sus representantes o responsables, los recursos hu- 
manos y materiales disponibles para su instalación y 
funcionamiento, sin perjuicio de otros requerimientos 
que establezca la reglamentación a los fines informati- 
vos. 


Art. 9”. - (Condiciones Mínimas de Funcionamien- 
to). Los establecimientos deberán contar como míni- 
mo con una planta física iluminada y aireada 
naturalmente, provistas de todos los servicios necesa- 
rios para el cuidado de la salud integral, la higiene y la 
seguridad de los residentes. 


Art. 10, - (Del Referente Médico). Los estableci- 
mientos, a excepción del Servicio de Inserción Fami- 
liar, deberán contar con un'referente médico 
gerjatra-gerontólogo responsable de la salud de las per- 
sonas alojadas. 


En caso de no contar con médicos con esa especia- 
lidad, la función podrá ser desempeñada por un médi- 
co general cuyos cometidos y responsabilidades serán 
determinados por la reglamentación. 
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CAPITULO IV 
DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 


Artículo 11. - Los incumplimientos a lo previsto 
por la presente Ley, serán sancionados por el Ministe- 
rio de Salud Pública de conformidad con el siguiente 
régimen: 


a) sanciones pecuniarias que podrán fijarse entre una 
a 50 Unidades Reajustables por cada adulto mayor 
alojado en el establecimiento; 


b) la observación; 
c) el apercibimiento; 
d) la suspensión de actividades, 
e) la clausura definitiva. 
CAPITULO V 
DE LA COMISION HONORARIA 


Artículo 12. - Créase una Comisión Honoraria de 
Asesoramiento en la materia prevista por la presente 
Ley, que funcionará en la órbita del Ministerio de Sa- 
lud Pública y estará integrada por cinco miembros; un 
representante del Ministerio de Salud Pública, que la 
presidirá; un delegado de la Facultad de Medicina que 
tendrá la calidad de Médico con post grado en geria- 
tría y gerontología; un representante del Banco de Pre- 
visión Social; un delegado designado por los Hogares 
Privados sin fines de lucro a que se refiere esta Ley y 
un representante de las Asociaciones de Jubilados y 
Pensionistas que integran los Registros Nacionales res- 
pectivos del Programa de Ancianidad del Banco de 
Previsión Social. E 


Art. 13. - Los integrantes de la referida Comisión 
Honoraria, deberán contar con antecedentes en el cam- 
po de la gerontología o geriatría y durarán corno máxi- 
mo cinco años en sus funciones. 


Art. 14. - (De los Cometidos de la Comisión Ho- 
noraria). Serán cometidos de la Comisión Honoraria: 


a) el asesoramiento al Ministerio de Salud Pública ya 
los establecimientos privados sobre las condiciones 
requeridas para su habilitación y funcionamiento, 
de acuerdo a lo establecido en el Capítulo MI de la 
presente Ley. 


b) los demás cometidos que le asigne el Ministerio de 
Salud Pública. 
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CAPITULO VI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 15. - Dentro del plazo de noventa días 
siguientes a la fecha de publicación de la reglamenta- 
ción, todos los establecimientos que alojen adultos ma- 
yores, deberán inscribirse en la forma y condiciones 
previstas legal y reglamentariamente. 


Vencido dicho plazo, quedarán sin efecto de pleno 
derecho las autorizaciones o habilitaciones de funcio- 
namiento existentes. 


Art. 16, - (Reglamentación). El Poder Ejecutivo 
dentro del plazo de noventa días siguientes a la fecha 
de publicación de la presente ley reglamentará las dis- 
posiciones de la misma. 


José Andújar, Alberto Cid, Hugo Fernández 
Faingold, José Korzeniak, Nicolás Storace. Se- 
nadores” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otro Proyecto 
de Ley llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores Senadores Brezzo, Bergstein, Pozzo- 
lo, Bentancur, Hierro López y Virgili presentan, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se establece que los contratos de arrendamiento con 
destino a casa-habitación cuyo precio supere las 60 
UR y con destino a Industria y Comercio cuyo precio 
supere las 120 UR, no están comprendidos en el régi- 
men general establecido en el Decreto-Ley N” 16.219”. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 
(Texto del Proyecto de Ley:) 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


El Decreto-Ley N” 15.056 que entró en vigencia el 
día 1” de enero de 1981 estableció, por vía de la incor- 
poración de un literal al artículo 28 del Decreto-Ley 
N” 14.219, que los contratos de arrendamiento con 
destino a casa-habitación u otros destinos en los que el 
precio inicial pactado fuere superior al equivalente a 
70 unidades reajustables, y en los contratos de arren- 
damiento con destino a industria y comercio en los 
que el precio inicial pactado supere las 200 unidades 
reajustables, no estarían comprendidos en el régimen 
general de arrendamientos del Decreto-Ley N” 14.219. 


El fundamento de esta disposición radica en que 
cuando los arrendamientos en los cuales el alquiler 
inicial es de cierta entidad se presume que ambas par- 
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tes tienen la necesaria capacidad negociadora como 
para permitir la autonomía de la voluntad de los con- 
tratantes en el marco de las condiciones del mercado 
sin necesidad de la regulación que, en función de cri- 
terios sociales, imponga la ley. 


Cuando la Ley entró en vigencia 70 unidades re- 
ajustables significaban aproximadamente setecientos 
dólares americanos y 200 unidades reajustables oscila- 
ban en dos mil dólares americanos. 


Pero el valor de unidad reajustable se ha incremen- 
tado sensiblemente en relación a la moneda nacional y 
al dólar estadounidense, particularmente desde los ini- 
cios de la presente década, al extremo. de que actual- 
mente los contratos de arrendamiento destinados a casa 
habitación u otros destinos, por una parte, y los desti- 
nados a industria y comercio, por el otro, deben exce- 
der de siete mil pesos mensuales, respectivamente, a 
la fecha de presentación de este Proyecto. 


Partiendo de la premisa de que la desregulación es 
un fin deseable cuando no obstan consideraciones de 
orden social, se propone a través de este Proyecto re- 
bajar los alquileres iniciales mínimos para que las par- 
tes puedan manejarse con libertad en todos los aspectos 
de la contratación arrendataria, con las únicas salveda- 
des establecidas en la propia Ley. 


De acuerdo a los nuevos límites propuestos una 
franja de contratos de arrendamiento que en materia 
de casa-habitación serían aquellos cuyo alquiler men- 
sual inicial supere los seis mil pesos uruguayos o no- 
vecientos dólares americanos, y en materia de industria 
y comercio supere los doce mil pesos o mil novecien- 
tos dólares americanos, se incorporarían al ámbito de 
la libre contratación con las salvedades legales en ma- 
teria de garantías y normas de procedimiento. 


Si se comparan estos valores con los que regían en 
enero de 1981 se podrá apreciar que, en alguna medi- 
da se pretende solamente restablecer el ámbito de la 
libre contratación tal como fue consagrado entonces. 


Montevideo, 5 de setiembre de 1995. 


Brezzo, Bergstein, Pozzolo, Bentancur, Hie- 
rro López, Virgili. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Sustitúyese el apartado 1) del artículo 
28 de la Ley N* 14,219, de 4 de julio de 1974, por el 
literal siguiente: 


"D Los contratos de arrendamientos con destino 
a casa-habitación u otros destinos en los que 
el precio inicial pactado supere el equiva- 
lente a 60 UR (sesenta unidades reajusta- 
bles, Ley N” 13.728, de 17 de diciembre de 
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1968) y en los contratos con destino a in- 
dustria y comercio, cuando el precio inicial 
supere las 120 UR (ciento veinte unidades 
reajustables, Ley N” 13.728, de 17 de di- 
ciembre de 1968)”. 


Art. 2”, - Comuníquese, etc. 
Montevideo, 5 de setiembre de 1995. 


Brezzo, Bergstein, Pozzolo, Bentancur, Hie- 
rro López, Virgili. Senadores.” 


16) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 


licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Fernández Faingold solicita li- 
cencia por los días 11 a 14 de setiembre”. 


-Léase, 
(Se lee:) 
“Montevideo, 5 de setiembre de 1995, 
Señor Presidente del Senado 
Cúmpleme solicitar licencia por los días 11, 12, 13 
y 14 de setiembre, para participar en un seminario 
organizado por las Naciones Unidas en Chile, dejando 
constancia que mi concurrencia a dicho evento no im- 
plica ningún gasto a cargo del Senado. 
Lo saludo muy atentamente 
Hugo Fernández Faingold. Senador” 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-23 en 24. Afirmativa. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Gandini solicita licencia desde 
el 9 de setiembre al 1* de octubre.” 


-Léase. 


(Se lee:) 
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“Montevideo, 4 de setiembre de 1995. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito autorización del Cuerpo para : 
hacer uso de licencia amparado en la Ley N* 16.465, 
Art. 1%, Lit. C., desde el próximo día 9 de setiembre 
hasta el 1? de octubre, dado que deberé viajar a los 
E.E.U.U. invitado por el Gobierno de ese país para 
participar de diversas actividades y conocer diferentes 
aspectos del ámbito político, gubernamental, social y 
cultural. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamente, 
Jorge Gandini. Senador”. 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


17) NORMAS PRESUPUESTALES DEFICITARIAS. 
Aprobación. Proyecto de Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la consideración del 
Proyecto de Ley sobre Normas Presupuestales Deficitarias. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: hemos firmado 
discordes este Proyecto de Ley. En la instancia en que el 
mismo había venido con una formulación totalmente distinta, 
expresamos nuestra preocupación y nuestras dudas, en el sen- 
tido de que pudiera realizarse una ampliación del inciso se- 
gundo del artículo 86 de la Constitución de la República, 
sobre la base de una norma interpretativa. Decíamos esto, 
porque no se daba la hipótesis de una norma oscura en la 
palabra “recursos” y que, por lo tanto, no correspondía un 
supuesto esencial de la interpretación. Decíamos esto porque 
tampoco se identificaban las normas, sino que se trataba de 
una interpretación global del texto constitucional y, además, 
porque entendíamos que podía llevar -en una aplicación razo- 
nable de lo que tipifica su interpretación, que es su carácter 
retroactivo- a una situación muy excepcional de invalidar, 
por la vía de la retroactividad, a partir de la fecha, ta norma 
interpretada. 
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Por todas estas razones considerábamos que la interpreta- 
ción, basada en el inciso 20 del artículo 85, no era proceden- 
te. Sin duda, este Proyecto ha corregido el defecto de que 
fuera utilizada una facultad interpretativa y tenemos que ver 
si el texto reglamentario es igualmente inconstitucional. Ha- 
bíamos adelantado que, por lo menos, corregiría los defectos 
que implicaba esa modificación de la Constitución, por vía 
de la interpretación, pero que seguía subsistiendo la posibili- 
dad del análisis sobre si el texto adoptado, de ampliación del 
concepto de recursos, del inciso 2” del artículo 86 de la Cons- 
titución admitía una extensión, como la que resulta de este 
nuevo artículo 1%, como para que ahora no fuera inconstitu- 
cional, aunque no por las mismas razones de la situación 
anterior, sino por el hecho de que se puede incurrir en una 
inconstitucionalidad por omitir aspectos de un texto, por con- 
tradecirlo o por ampliarlo. Ello es así, en la medida que la 
Constitución tiene una estructura rígida que no admite la 
posibilidad de modificarla, salyo por procedimientos expre- 
samente establecido. 


Ahora se ha planteado si este texto reglamentario, no in- 
terpretativo y, por lo tanto, correctivo del anterior defecto 
anotado, es o no igualmente inconstitucional. 


Entendemos que se ha ampliado el concepto y nos parece 
que no es clara la inclusión del término “genuino”. Sin em- 
bargo, ahora hay una nueva complicación, porque se trata de 
una interpretación que se le agrega a la totalidad del Presu- 
puesto, para validar una norma que prevea recursos. Quiere 
decir que sin que lo establezca la Constitución, para determi- 
nar si el inciso segundo del artículo 86 se cumple -es decir si 
la Ley que prevé un gasto también lo hace con respecto al 
recurso correspondiente- habrá que analizar todo el Presu- 
puesto y determinar si ese recurso previsto constituye o no un 
déficit del Presupuesto del Estado, lo que implica una valora- 
ción global que indudablemente el Constituyente no quiso 
porque, de lo contrario, lo hubiera hecho a través de normas 
indicativas. 

El Constituyente sólo se limitó a establecer recursos y, en 
ese caso, está previsto el respeto al inciso segundo del artícu- 
lo 86. Pero aquí estamos considerando un agregado, una in- 
corporación que lleva a un análisis político y que tiene 
importancia porque el Presupuesto es un acto jurídico y al 
mismo tiempo político, que conileva una organización de los 
gastos del Estado en los cuales se puede diferir. Por lo tanto, 
se incorpora un elemento para calificar la posibilidad de una 
Ley, previendo recursos, agregando una interpretación jurídi- 
ca en el sentido de si el Presupuesto es o na equilibrado. En 
la medida en que el Presupuesto resuelve la vida económica 
de un país, interviene al mismo tiempo en lo que son las 
necesidades. 


Por otro lado, un Presupuesto puede ser desequilibrado 
por tener un exceso de gastos frente a los recursos, por una 
gran presión fiscal o porque las necesidades previstas no son 
las que socialmente debieron considerarse. Entonces, tendría- 
mos que discutir ese Presupuesto para definir sí la Ley a que 
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se reftere el inciso segundo del mencionado artículo realmen- 
te está encuadrada dentro de las previsiones. Por esta razón, 
se generaría un debate que, en definitiva, resolvería las ma- 
yorías, en cuanto a si el Presupuesto es o no equilibrado. 
Podríamos tener una interpretación en el sentido de que de- 
terminados gastos que se hacen en el Presupuesto no deberían 
efectuarse, en que podría ser distinta la política tributaria en 
cuanto a los recursos o qué necesidades sociales deberían 
atenderse. Luego, analizando si el Presupuesto es o no equili- 
brado en el plano jurídico, económico y en las necesidades y 
gastos que prevé, podría tener sentido este agregado. 


En consecuencia, en ese aspecto, creemos que este texto 
amplifica aquello que estaba reducido al término genuino, 
desarrollando de alguna manera elementos que el Constitu- 
yente no quiso, ya que por algo estableció una Ley que pre- 
viera recursos. En cuanto a este tema, queremos decir que el 
Presupuesto no sólo tiene que ver con el problema de los 
gastos allí previstos; también podemos tener discrepancias en 
la gestión del Estado, de las empresas públicas hoy cuestio- 
nadas. De modo que esta cuestión es más global que el hecho 
de analizar exclusivamente el Presupuesto. Por eso creemos 
que esta es una definición política incorporada a la temática 
jurídica del inciso segundo del artículo 86 y, por lo tanto, 
inadecuada. 


En segundo término, pensamos que desde el punto de 
vista institucional aquí se persigue fortalecer las facultades 
del Poder Ejecutivo en una temática de gran importancia 
como es la fijación de una política del país a través del 
Presupuesto. En ese punto, tenemos diferencias, porque esta 
interpretación o reglamentación del artículo trata de mante- 
ner en forma prácticamente congelada el Presupuesto tal como 
viene del Poder Ejecutivo, lo que resta pluralismo, sin duda, 
al control que el Parlamento debe hacer, Digo esto porque, de 
algún modo, el inciso segundo del artículo que estamos con- 
siderando es la única pequeña ventana por donde el Parla- 
mento puede efectuar aportes o correcciones al Presupuesto 
presentado por el Poder Ejecutivo. 


Cuando se dice, por ejemplo, que esto puede frenar aditi- 
vos o incorporaciones de grupos de presión, en realidad, sig- 
nifica un desajuste del Presupuesto con las necesidades que 
quizás no refleja. Por su parte, en el ámbito parlamentario 
hay grupos que representan esas necesidades y como el siste- 
ma electoral del país supone que una minoría mayor es la que 
ejerce el Poder Ejecutivo, el Presupuesto viene a través de 
una minoría mayor. Cuando agregamos a la Constitución un 
texto para fortalecer o hacerlo mucho más difícil -porque sin 
duda habrá que interpretar hasta qué punto aumenta o no el 
déficit consolidado o en qué medida estos aumentos de gas- 
tos no provocan un déficit- estamos limitando la facultad de 
intervención que le da el inciso segundo del mencionado 
artículo, al Parlamento. 


No somos partidarios de reducir en el plano del Presu- 
puesto las facultades parlamentarias para que se pueda ajus- 
tar a las necesidades la interpretación del Poder Ejecutivo 
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sobre cómo satisfacer los requerimientos sociales y los gas- 
tos. Esto no quiere decir -ya se señaló oportunamente- que 
creamos que un Presupuesto tenga que ser desequilibrado. El 
problema es establecer cuándo es equilibrado, en. función de 
las políticas de recursos y de necesidades que se siguen. 


Por estas razones no compartimos la redacción de este 
artículo, sin dejar de reconocer que se reparó esta otra cir- 
cunstancia, que para nosotros fundamentó de manera esencial 
nuestra posición de minoría. 


Otro aspecto que queremos señalar, es que el artículo 2” 
de la norma que ahora tenemos en cónsideración, es un ele- 
mento nuevo que se incorpora, y que no tiene nada que ver 
con la temática contenida en el primer proyecto. Pensamos 
que la verdadera solución de este problema es reformar la 
Constitución porque este texto, aún sancionado, no condicio- 
na al Poder Legislativo; es una declaración de intención, una 
norma que será corregida por derogación tácita o expresa, en 
cualquier momento, por otro que dicte el Poder Legislativo. 
Si lo que se intentaba era poner en el debate nacional esta 
posibilidad, lo lógico hubiera sido reformar la Constitución y 
discutir este tema de fondo. Esto es así porque este texto, tal 
como está, tampoco ata a que mañana el Parlamento sancione 
una norma que evidentemente pueda corregir o incluir aspec- 
tos que violen este artículo 1*, 


Sin perjuicio de esta afirmación -lo que tendría que haber 
sido objeto de una modificación en el plano constitucional- 
este artículo 2” pretende resolver la contradicción de una 
futura norma que pueda violar el artículo 1”. Consideramos 
que esta norma también funciona mal en el sistema porque 
aunque se plantee la posibilidad de resolver una diferencia 
doctrinaria en los dos aspectos planteados -si puede ser una 
persona de derecho público o un sujeto público parte actora 
en una acción de inconstitucionalidad y si debe o no existir 
previamente el veto- lo que está claro es que esto no va a 
obligar a la Suprema Corte de Justicia a resolver este proble- 
ma de acción de inconstitucionalidad. 


De acuerdo con el numeral 20 del artículo 85, la única 
que puede hacer una interpretación auténtica de la Constitu- 
ción es la Suprema Corte de Justicia. Esta podrá considerar 
que la norma es inconstitucional si interpreta que es necesa- 
rio, previamente, el veto del Poder Ejecutivo, o sí entiende 
que el sujeto público no puede ser parte actora en la acción 
de inconstitucionalidad. Entonces, se trata de una norma que 
tampoco va a ser vinculante para la Suprema Corte de Justi- 
cia, ya que es apenas una decisión que tiende a resolver un 
tema doctrinario. Repito que, como lo ha sostenido el Doctor 
Jiménez de Aréchaga, la única que puede hacer una interpre- 
tación auténtica es la Suprema Corte de Justicia, El Doctor 
Jiménez de Aréchaga ha dicho que esta interpretación del 
Poder Legislativo es generalmente obligatoria, porque la au- 
téntica es la que le confiere el numeral 20 del artículo N” 85 
a la Suprema Corte de Justicia. En definitiva, el Proyecto de 
Ley que tenemos a consideración nos merece las objeciones 
que hemos mencionado. 
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En lo que se ha discutido con respecto al sujeto público 
en cuanto a si puede ser accionante en la acción de inconsti- 
tucionalidad, quiero señalar que el señor Senador Korzeniak 
ha brindado un argumento que tal vez aquí no ha tenido la 
relevancia que él le otorgaba: el interés personal y directo 
exigido para la acción de inconstitucionalidad no lo puede 
representar el Poder Ejecutivo, en la medida en que éste es 
parte de una persona y no una persona. Esto quiere decir que 
el Poder Ejecutivo no tiene un interés” personal, sino que 
forma parte de la persona Estado. 


He reproducido este fundamento porque fue uno de los 
ejes que llevó a sostener al señor Senador Korzeniak que, en 
realidad, no podía considerarse que el Poder Ejecutivo era 
una persona, sino que era parte de una, más allá de la discu- 
sión en el sentido de si es posible que un órgano público 
tenga un interés de persona. Podemos decir que el agente 
tiene un interés personal, pero no es relevante; el órgano no 
tiene un interés personal porque, en este caso, el Poder Eje- 
cutivo no es una persona. Estos eran, de alguna manera, los 
elementos en torno a los cuales se habían movido las objecio- 
nes en la discusión de la Comisión. 


Con esto, de alguna manera, damos las razones por las 
cuales esta norma nos parece que puede ser inocua en su 
literal A), ya que solamente establece algo que, en definitiva, 
resolverá la Suprema Corte de Justicia, teniendo la facultad, 
inclusive, de declarar su inconstitucionalidad, si tiene posi- 
ción asumida en ese sentido. Hago esta aclaración porque se 
sabe que han habido fallos diferentes y, además, esto ha sido 
polemizado a nivel doctrinario. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: a veces, algunas 
discusiones en el Senado hacen que ciertos proyectos vuelvan 
a Comisión esperando que de allí sean enviados con acuerdos 
o consensos pero, sobre todo, en mejores condiciones. En 
este caso, francamente, creo que este Proyecto de Ley nos ha 
sido devuelto en peores condiciones. 


Voy a referirme solamente al artículo 1”, en el cual se 
plantea que el Poder Legislativo no aprobará Proyectos de 
Ley que signifiquen aumentar el déficit consolidado del Esta- 
do, es decir que dicho Poder analizará si puede votar deter- 
minada iniciativa porque, de pronto, el Banco Central del 
Uruguay, el Banco Hipotecario del Uruguay, el Banco de 
Seguros del Estado, los bancos gestionados, las empresas pú- 
blicas o las Intendencias están generando un déficit. Real- 
mente llama la atención la utilización del término “déficit”, 
que provoca una gran incertidumbre. Además, tampoco se 
puede tener la certeza de la cifra que se va a recaudar, sobre 
todo porque a veces ello depende de la evolución de los 
precios internacionales o del ritmo del crecimiento del Pro- 
ducto Bruto Interno, que no siempre se pueden prever. En- 
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tonces, desde este punto de vista, en lugar de la palabra 
“gastos”, hablar de “aumentar el déficit consolidado del Esta- 
do”, genera muchas más dificultades e incertidumbres y pue- 
de crear discusiones hasta el cansancio sobre lo que puede o 
no votar el Poder Legislativo, a la luz del literal A). 


El literal B) establece: “Aumentar gastos, cuando la Cons- 
titución así se lo permita, que no estén financiados por recur- 
sos reales provenientes de tributos, precios o donaciones”. Al 
leer este literal, señor Presidente, observamos que hay un 
gasto que está en el Poder Legislativo y es financiado por un 
préstamo internacional. Ahora, me pregunto qué ocurre, ¿no 
lo podrá votar dicho Poder? Se considera que el gasto, qui- 
zás, puede generar un déficit, pero la idea es que el financia- 
miento sea a través de un préstamo internacional. Por lo 
tanto, si los recursos reales por los cuales sólo se puede au- 
mentar el gasto son los tributos, precios o donaciones, queda- 
rían afuera los préstamos internacionales y la colocación de 
letras y bonos. 


Por estas razones, quiero llamar la atención del Senado 
sobre la gravedad que en un momento determinado puede 
tener una norma de esta naturaleza. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR COURIEL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Deseo formular una 
pregunta al señor Senador Couriel con respecto a la primera 
parte de sus comentarios. 


Como introducción, acoto que, obviamente, cuando se ha- 
bla de “déficit consolidado”, la referencia corresponde a tér- 
minos históricos, porque nadie alude a un déficit futuro 
hipotético. 


Concretamente, quisiera saber si el señor Senador cuando 
interviene, toma decisiones y vota en discusiones sobre pre- 
supuestos o rendiciones de cuentas, no tiene la menor idea de 
cuál es la situación fiscal y actúa ignorando estos aspectos y 
sin siquiera informarse. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Couriel. 


SEÑOR COURIEL, - En primer lugar señalo que el texto 
expresa: “Aumentar el déficit consolidado del Estado". En- 
tiendo que el histórico no puede ser aumentado; pero el co- 
rrespondiente al año puede serlo por los más diversos criterios. 
Mi preocupación -tal como lo establece la Constitución- es 
brindar recursos al gasto que estoy proponiendo, lo cual es 
independiente de lo que suceda con. los precios internaciona- 
les, o con los bancos gestionados, así como con la política de 
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UTE o de ANCAP. Por lo tanto, desde este punta de vista, la 
incertidumbre se va a multiplicar. 


En segundo término, debo decir que, por supuesto, cuan- 
do voy a votar algo tengo una idea de las características del 
déficit del Gobierno central y de los organismos paraestata- 
les. Pero lo que afirmo aquí es que el literal B) establece que 
no se pueden aumentar los gastos si no están financiados por 
recursos reales provenientes de tributos, precios o donacio- 
nes. 


Puede suceder, por ejemplo, que en el día de mañana el 
Banco Interamericano de Desarrollo quiera otorgar un présta- 
mo al sistema educativo y, de pronto, este es un incremento 
del gasto que la Constitución lo permite y que aumenta el 
déficit; pero, de todos modos, está financiado no con un re- 
curso real, según lo establecido por este literal, sino con un 
préstamo. Tal vez, este préstamo tenga un plazo de treinta 
años, con un 2% de tasa de interés, es decir, con muy pocos 
condicionamientos. En este caso, se me presentarían dudas 
acerca de si se puede votar en el Parlamento. Por estos moti- 
vos, concluyo que este Proyecto de Ley ha sido devuelto 
mucho peor de lo que estaba. 


En tercer lugar -no quiero extenderme en mi exposición- 
el señor Senador Posadas Montero afirma que el señor Sena- 
dor Korzeniak le manifestó que tenía objeciones sobre teorías 
económicas o algo por el estilo, El señor Senador Posadas 
Montero abordó el tema como si se tratara de un análisis del 
punto de vista jurídico: el Doctor Cassinelli Muñoz realiza 
una afirmación y el Doctor Justino Jiménez de Aréchaga, 
otra, No es así, señor Senador. Personalmente, he hecho un 
gran esfuerzo a los efectos de demostrar que existén concep- 
ciones teóricas que sustentan - determinadas posiciones sobre 
el déficit del Estado y otras que tienen ideas diferentes. Pero 
no me quedé solamente en ello, porque traté de probar qué 
era lo que sucedía en la realidad. Intenté mostrar cuál 
teoría podía uv no ser válida para el caso del Uruguay. Esto 
quiere decir que no me quedé con determinada concepción 
jurídica -Fulano dice, Mengano contesta- sino que realicé un 
esfuerzo tratando de demostrar que aquí hay un fondo de 
carácter ideológico que sostiene que el déficit del Estado es 
la causa de todos los males. Personalmente, intenté que se 
entendiera que no era así. Por supuesto, debe tratarse de un 
déficit de carácter razonable. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR COURIEL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Me temo, señor Presi- 
dente, que parte del problema está en que el señor Senador 
Couriel, por motivos sin duda muy válidos -estaba conver- 
sando por ahí- no escuchó mi exposición. Las opiniones jurí- 
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dicas -que, para empezar, eran todas en el mismo sentido- 
estaban referidas a otros temas completamente diferentes. La 
discusión sobre si los déficit son buenos, regulares o malos es 
un asunto distinto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: veo que el señor 
Senador Posadas Montero me oye de la misma manera en que 
lo he oído a él, pero no me entiende. Sé perfectamente que el 
señor Senador Posadas' Montero hizo referencia a aspectos 
jurídicos del Proyecto de Ley y dijo quiénes estaban a favor 
y quiénes en contra, y más tarde leyó una parte de esta inicia- 
tiva. Sé muy bien que se refería a aspectos jurídicos, pero 
cuando examinó la teoría económica lo hizo de igual manera 
que si se tratara de un análisis jurídico. A modo de ejemplo, 
el señor Senador Korzeniak hablaba de unas teorías, y otras 
personas, incluido el señor Senador Posadas Montero, se re- 
ferían a otras. Por supuesto que hay teorías distintas, pero 
uno no analiza si una teoría es buena o mala según quien la 
exponga, sino de acuerdo con su efectividad en la realidad. 


Hice un esfuerzo importante aquí para probar que la reali- 
dad del Uruguay -y esto no puedo extenderlo a otros países, 
porque son temas extremadamente complejos- no demuestra 
preocupación de quienes quieren resolver el déficit fiscal o 
déficit del Estado, como causa de todos los males. Esto mis- 
mo sucede con el problema de la deuda externa, con el de la 
inflación y con el del gasto del Estado. Entonces, no se trata 
de una teoría, sino de una interpretación concreta de la reali- 
dad del Uruguay. 


El señor Senador Heber dijo que el déficit fiscal en Euro- 
pa es mayor a su propia inversión, pero lo que ocurre es que 
la situación es distinta porque en Europa hay bases moneta- 
rias diferentes. No alcancé a contestarle porque debía hacerlo 
a través de una alusión y no me quería extender; pero he 
hablado de este tema anteriormente. Pienso que, probable- 
mente, quienes asesoraron al señor Senador Heber y le dije- 
ron que en Europa hay bases monetarias más altas, se 
caracterizan por leer algunos libros pero no por mirar la reali- 
dad, porque en el Uruguay hay dos monedas. La base mone- 
taria que se tiene que considerar no es la cantidad de moneda 
en poder del público más los depósitos en moneda nacional, 
sino que a eso se le debe agregar la cantidad de dólares que 
posee la población más los depósitos en esa moneda. De esta 
manera la base monetaria se multiplica enormemente. Esto 
hace como diez años que lo estoy diciendo y hace poco tiem- 
po se lo escuché a alguien que no tiene posiciones similares a 
las mías, pero que es un analista de nuestra realidad y un 
pragmático, y a quien respeto mucho, el Ingeniero Végh Vi- 
llegas. El dijo que en el caso del Uruguay existen dos mone- 
das, o sea que cuando se analiza la base monetaria, se deben 
considerar ambas. 


Desde ese punto de vista, lo que más me importa no es la 
discusión sobre la teoría económica, ni la interpretación, ni la 
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realidad, sino establecer en el literal A) “el déficit consolida- 
do del Estado”, que va a generar enormes problemas, y mu- 
cho más cuando los recursos reales solamente provienen de 
tributos, precios o donaciones, ya que esto puede limitar una 
inversión pública, una colocación de Bonos del Tesoro a ocho 
años en el Japón, porque según este artículo se aumenta el 
gasto y, por lo tanto, se podría afectar esta disposición. 


Por lo expuesto, no acompaño este Proyecto de Ley. Las 
observaciones que hice ojalá puedan llegar al resto de los 
señores Senadores, porque realmente este Proyecto de Ley es 
una complicación para la actuación futura del Poder Legisla- 


tivo. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: en forma breve 
queremos realizar algunas puntualizaciones muy precisas a 
elementos que creemos van a servir para complementar la 
discusión que este Proyecto de Ley ha merecido a nivel del 
Senado. 


Deseamos aportar una referencia de carácter, si se quiere, 
histórico, que tiene que ver con la posibilidad de que el 
Poder Ejecutivo pueda generar la acción de inconstitucionali- 
dad. 


Al respecto, cabe recordar que a nivel del Senado esto se 
analizó en 1962 y mereció un informe muy documentado y 
exhaustivo de la Comisión de Constitución y Legislación, en 
relación con la Ley reglamentaria de la declaración de in- 
constitucionalidad. La citada Ley fue aprobada el 10 de julio 
de 1969 y lleva el N* 13.747. En esa oportunidad, en un 
informe redactado por el Doctor Penadés, se hacía referencia 
a la posibilidad de que el Poder Ejecutivo pudiera promover 
los procedimientos para lograr la declaración de inconstitu- 
cionalidad. Nosotros consideramos que esa es una de las fa- 
cultades del Poder Ejecutivo y en ese sentido compartimos 
totalmente las opiniones vertidas en Sala, que también expre- 
samos en el seno de la Comisión en oportunidad del análisis 
de este Proyecto de Ley. 


Creemos que vale la pena hacer esta referencia histórica, 
ya que en esa ocasión la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción del Senado, en el informe que redactó el Doctor Pena- 
dés, del que voy a hacer una lectura rápida, se manifestó: “Se 
ha discutido si el Poder Ejecutivo puede promover los proce- 
dimientos para lograr la declaración de inconstitucionalidad 
de la Ley. El Profesor Jiménez de Aréchaga en sus interesan- 
tes lecciones sobre la Constitución Nacional, admite que el 
Poder Ejecutivo pueda ser titular del derecho a alegar la 
inconstitucionalidad de la Ley. Al considerarse el tema en las 
Cortes españolas, el señor Osorio y Gallardo, en términos 
generales, señaló el peligro que el Gobierno pudiera por sí 
mismo tratar de derogar por vía de recurso, leyes que no 
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había podido detener por la acción política. La Comisión 
estima que el modo en que el Poder Ejecutivo debe vigilar la 
regularidad de las leyes se ejerce por la vía del veto, a su 
sanción o por la iniciativa de derogación si la Ley ha sido 
promulgada. Por otra parte, es dudoso que el Poder Ejecutivo 
pueda invocar la lección a un interés directo, personal y legí- 
timo. 


En fin: siendo este Poder colegislador, sería evidente su 
ineptitud para formular la alegación de inconstitucionalidad y 
tomar iniciativa en la incidencia de inconstitucionalidad pues 
le alcanza el precepto de que nadie puede ir contra sus pro- 
pios actos”. 


No participamos de estas consideraciones y decimos que 
se ha señalado en forma abundante cómo la doctrina partici- 
pa del otro criterio. De todos modos, cabe efectuar esta refe- 
rencia de carácter histórico, ya que en oportunidad de debatirse 
este tema en la Comisión -hace unos instantes, se señaló en 
Sala- se dijo que el Poder Ejecutivo, por sí, no podía promo- 
ver la acción de inconstitucionalidad porque carecía de la 
personería adecuada, ya que era el Estado el que debía com- 
parecer y, a ese respecto, se señalaba que eso inhabilitaría a 
que el Poder Ejecutivo procediera a comparecer promovien- 
do esa acción. 


Es del caso señalar que también es importante realizar 
otra breve referencia. En su obra “El Contencioso de la anu- 
lación del Derecho uruguayo” -página 156- el Doctor Apari- 
cio Méndez habla del Estado, tomado como expresión técnico 
administrativa o, si se quiere, como la Administración Cen- 
tral. El Estado es un concepto, y si recurrimos a ta Constitu- 
ción de la República vemos cómo, en distintas disposiciones 
-que tenemos anotadas, pero por razones de brevedad no men- 
cionamos- se cita al Estado en una forma genérica, concep- 
tual, como también lo hace el Doctor Aparicio Méndez. Esto 
lleva a la conclusión de que no es el Estado por sí el que 
debe proceder a deducir la acción de inconstitucionalidad, 
sino que el Poder Ejecutivo está habilitado, como Poder y 
órgano del Estado, a promover, en su caso, la acción de 
inconstitucionalidad. 


El Doctor Horacio Cassinelli Muñoz, en el volumen ll de 
la obra “Derecho Público”, editada por la Fundación de Cul- 
tura Universitaria, con respecto al órgano Poder Ejecutivo 
dice: “La organización general que tiene el Poder Ejecutivo 
es la de la centralización, es decir que todos los órganos que 
forman ese conjunto orgánico y sistematizado que tiene a la 
cabeza al Poder Ejecutivo están jerarquizados al órgano je- 
rarca llamado *Poder Ejecutivo”. Cuando decimos “Poder Eje- 
cutivo” -por tanto- nos podemos referir o a un Órgano 
determinado: el órgano jerarca del sistema; o al conjunto, al 
sistema orgánico que tiene a ese Órgano como jerarca. Vamos 
a ver ahora -primeramente- a dicho órgano jerarca, es decir al 
órgano Poder Ejecutivo”. Esto significa, en nuestro concepto, 
que el órgano Poder Ejecutivo está habilitado para deducir la 
acción de inconstitucionalidad. 
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Otro de los aspectos que aún no ha sido traído a Sala y 
que queremos analizar, consiste en el hecho de que al tratarse 
este tema en Comisión se hizo referencia, en forma muy 
precisa, al artículo 313 de la Constitución, que trata de las 
competencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Esta disposición determina la forma en que actúa este Cuerpo 
en los casos indicados, señalando en su última parte: “De 
toda contienda fundada en la Constitución entenderá la Su- 
prema Corte de Justicia”. 


Nos interesa aclarar que se ha señalado que en estos ca- 
sos, lo que el Proyecto de Ley incorpora daría motivo a que 
se recurra al Tribunal de lo Contencioso Administrativo y no 
a la Suprema Corte de Justicia. En este sentido, apelamos a 
las manifestaciones del Doctor Cassinelli Muñoz, quien ha- 
ciendo referencia a los conflictos intraorgánicos del artículo 
313 de la Constitución, señala en forma muy precisa que 
cuando en éstos se trata de un tema de carácter constitucio- 
nal, la cuestión es la aplicación de la Constitueión o determi- 
nar si existe inconstitucionalidad, y en dichos casos interviene 
la Suprema Corte de Justicia, pero siempre en relación con 


los problemas que se generan por conflictos entre los Entes. 


Autónomos y Servicios Descentralizados, es decir, los orga- 
nismos comprendidos en el artículo 313, 


Entonces, en forma muy clara y determinada, se establece 
que no corresponde al Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo entender en los casos de inconstitucionalidad, salvo 
en las situaciones creadas por problemas de orden legislativo 
entre Órganos del Estado. Reitero, que si se trata de un pro- 
blema referido a la Constitución, corresponde la intervención 
de la Suprema Corte de Justicia, manteniéndose, por tanto, la 
posibilidad de acción de inconstitucionalidad, como lo deter- 
mina este Proyecto de Ley que estamos considerando. 


Por estas razones hemos aportado esta referencia históri- 
ca, recordando el informe de la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado del año 1962 que trató este tema, 
para luego recoger la opinión de un autor realmente impor- 
tante como es el Doctor Cassinelli Muñoz, quien en forma 
muy clara y contundente rechaza la posibilidad de que el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo intervenga en los 
temas referidos a inconstitucionalidades, salvo en los conflic- 
tos entre distintos Órganos de la Administración. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - En mi calidad de Miem- 
bro Informante, quiero hacer referencia a dos comentarios de 
carácter interpretativo que se han realizado en Sala. Me pare- 
ce importante que esta opinión quede clara para la historia 
fidedigna de la sanción de la presente iniciativa, porque no 
los comparto en virtud de considerar que no cuentan con 
fundamentos jurídicos suficientes. 
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El primer punto se relaciona con las facultades constitu- 
cionales que la Suprema Corte de Justicia podría tener de 
cara a este proyecto si se convierte en Ley. En este sentido, 
discrepo con la interpretación que se manifestó aquí porque, 
a mi juicio, la Suprema Corte de Justicia está obligada a 
aplicar la Ley -no puede simplemente desconocerla- sea cual 
sea su posición. Se trataría de una norma legal incluida den- 
tro de las facultades del Poder Legislativo, y la Suprema 
Corte de Justicia no tiene la discrecionalidad de aplicarla o 
no, si se suscitan luego declaraciones de inconstitucionalidad 
por parte del Poder Ejecutivo. 


El segundo asunto se refiere a una interpretación, con 
cierto perfil preocupante, que consiste en que por el camino 
del artículo 1” -más específicamente, del literal b)- se estaría 
bloqueando la posibilidad del Estado para contraer présta- 
mos. Al respecto, señalo que una lectura detenida del texto 
del artículo, que debe comenzar por el acápite y la referencia 
específica a los artículos 86, 215, 220 y 221 de la Constitu- 
ción, lleva fácilmente a concluir que el tema del endeuda- 
miento -que no figura en ninguna de las normas mencionadas, 
sino en el artículo 85- claramente no es materia de esta norma. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Creo que el debate ya ha sido 
sustanciado y entiendo que esta propuesta venida de Comi- 
sión no es la misma que se ha planteado inicialmente por los 
señores Legisladores proponentes. Reitero que, en sustancia, 
el debate es esencialmente el mismo y está cargado de un 
planteo económico, filosófico y también ideológico, en cuya 
función se pueden orientar los argumentos en una u otra di- 
rección. 


Comparto lo que señalaba el señor Senador Couriel en 
cuanto a que esta iniciativa empeora la visión negativa que 
teníamos del Proyecto de Ley inicial reiterando, en algunos 
casos, las ambigiiedades. Por ejemplo, en el literal B) del 
artículo 1%, no se utiliza la palabra “genuinos”, pero se em- 
plea el término “reales”. La latitud de ambos vocablos de- 
pende de quién interprete el Proyecto de Ley. ¿Qué es un 
recurso real? Aquel que sea suficiente para cubrir los gastos 
que prevé la Ley; pero puede ocurrir que en el momento de 
sancionarse, esos recursos fueran catalogados como reales 
por la unanimidad de los integrantes del Cuerpo Legislativo 
y que un giro de la situación económica provoque, por ejem- 
plo, que la recaudación que proveía a dicho recurso no tenga 
la realidad que el Legislador imaginó inicialmente. Por lo 
tanto, los vocablos “real” y “penuino” tienen la misma ambi- 
giúiedad y carecen de la rigurosidad que se pretende cuando se 
está tratando de degislar para no incrementar el déficit del 
Estado. 


También comparto las afirmaciones del señor Senador 
Couriel en el sentido de que no basta con decir que no com- 
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prende el tema del endeudamiento porque el déficit consoli- 
dado del Estado provenga, por ejemplo, de la deuda que otros 
gobiernos han contraído. 


Por ejemplo, el déficit consolidado de la Administración 
Central actualmente está constituido, en gran parte, por deu- 
das que se contrajeron en los Gobiernos anteriores, y por una 
disposición de la Ley Presupuestal, es transferido al Tesoro 
Nacional. Se retira del Banco Central y, si no estoy equivoca- 
do, con esta operación se transforma en déficit consolidado 
del Estado. 


De modo que me parece que hay imprecisiones mucho 
más graves que las que existían anteriormente. Además, se 
hace un manejo que creo puede dificultar la elaboración de la 
legislación en el futuro. 


SEÑOR MALLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR MALLO. - No me referiré al punto que el señor 
Senador Gargano está exponiendo en este momento, sino al 
que mencionó anteriormente al hablar de los recursos. Hizo 
la distinción entre recursos genuinos y reales, pero considero 
que aquí hay una imprecisión mucho más grave. Se habla de 
los precios como recursos; pero Jos precios no son recursos, 


No voy a disertar sobre esto, porque el tema nos llevaría 
muy lejos; sin embargo, deseo dejar establecido que entre las 
razones de mi discordia está el hecho de que no admito que 
se haga referencia a los precios como recursos. Sólo se da 
esto cuando no son auténticamente precios y llevan un im- 
puesto encubierto. Cuando los precios se fijan por encima de 
la racionalidad -son términos muy imprecisos- para obtener 
un recurso, y provienen de empresas públicas, posteriormente 
dan una utilidad que se vierte como recurso, pero se origina, 
justamente, en que había dentro de ellos un impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Con respecto al artículo 1”, com- 


parto que ahora no se trata de interpretar la Constitución, 


sino de reglamentar por medio de la Ley el comportamiento 


del Poder Legislativo. A mi juicio, eso es mucho más grave, . 


porque por la vía de la Ley se encorseta la voluntad del 
Legislador. Además, la interpretación va a depender, en todo 
caso, del Poder Ejecutivo. 


El artículo 2” resuelve un debate jurídico que, como ex- 
plicó en una muy documentada intervención el señor Miem- 
bro Informante, admite dos tipos de interpretaciones. No voy 
a entrar en el debate jurídico, pero simplemente como prácti- 
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co, señalo que en este caso las interpretaciones pueden origi- 
narse en la lectura textual de la Constitución. Cuando se la 
lee, más allá de la capacidad interpretativa de personas tan 
prestigiosas como las que se han citado aquí, llama la aten- 
ción el hecho de que cuando se necesita la calidad o legiti- 
mación activa de los que pueden interponer el recurso de 
inconstitucionalidad, no se mencione en forma expresa al 
Poder Ejecutivo. Por ejemplo, se dice en forma expresa que 
el Juez o el Tribunal que entendiere en el procedimiento 
judicial, o el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en 
su caso, también podrá solicitar de oficio la declaración de 
inconstitucionalidad. Si el Legislador hubiese pensado que el 
Poder Ejecutivo lo podía hacer, no hubiera dejado de men- 
cionarlo. ¿Por qué? Por la razón del artillero; porque lo con- 
sidera una figura diferente al resto, y no lo menciona. 


Por lo tanto, más allá de las interpretaciones, uno debe 
guiarse también por lo que dice el texto constitucional. Cuan- 
do define el interés directo, personal y legítimo, no parece 
estarse refiriendo a la condición de persona Estado, sino a la 
persona individuo, ciudadano, que tiene un interés directo y 
legítimo en la materia. Pienso que esa es la filosofía con que 
hay que entender esto. 


Si el recurso de inconstitucionalidad -estoy haciendo sim- 
plemente un comentario de memoria- es exitoso, sólo es váli- 
do para la persona que lo ha interpuesto, no para otros. Cuando 
la Suprema Corte de Justicia se pronuncia en favor del recur- 
so de inconstitucionalidad, el fallo favorable es para el sujeto 
que lo interpuso, pero no para el conjunto de los ciudadanos. 
Eso me lleva una vez más a considerar que con la expresión 
“personal” se hace referencia al individuo, persona jurídica y 
física, no al Estado como tal. De todas maneras, pienso que 
esto debe ser discutido por gente con mayor competencia que 
quien habla en materia jurídica. 


Por otra parte, me llama la atención que el artículo 2* 
exprese: “El Poder Ejecutivo podrá solicitar la declaración de 
inconstitucionalidad de las leyes sin que para ello sea exigi- 
ble, como requisito previo, la interposición de las observacio- 
nes previstas en los artículos 137 y siguientes de la 
Constitución”. : 


Se están planteando dos hipótesis; se dan dos vías al Po- 
der Ejecutivo. Imaginemos la siguiente situación. Se vota una 
Ley con recursos que quizá el Poder Ejecutivo entienda in- 
convenientes o crea que son irreales, para utilizar el vocablo 
“real”. Analiza la correlación de fuerzas políticas integrantes 
del Parlamento y llega a la conclusión de que si observa el 
Proyecto de Ley, interponiendo lo que usualmente denomina- 
mos “veto”, éste será levantado. En consecuencia, opta por la 
interposición de un recurso de inconstitucionalidad, para lo 
cual esta Ley ya le indica un comportamiento preceptivo a la 
Suprema Corte de Justicia. Tiene que aceptar, porque la Ley 
establece que el Poder Ejecutivo podrá solicitar la declara- 
ción de inconstitucionalidad. 


Por lo tanto, a mi juicio, el Legislador se está manejando 
con dos hipótesis: una en la que el Poder Ejecutivo interpone 
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un veto directamente, y otra por la cual, vista la correlación 
de fugrzas políticas, recurre al mecanismo de la inconstitu- 
cionalidad. Esto sería legislar con una práctica que ya se 
aplicó en el período pasado. Hubo circunstancias en que el 
Poder Ejecutivo no interpuso la observación prescrita por la 
Constitución, sino que recurrió ante la Suprema Corte de 
Justicia buscando la inconstitucionalidad de la disposición 
legal que objetaba. 


Estas eran las observaciones de carácter general que de- 
seaba realizar. Además, quiero recordar que, en el entendido 
de que existe una mayoría parlamentaria para sancionar esta 
Ley -prevefamos que existiría la mayoría necesaria para apro- 
harla, más allá de nuestro voto negativo- habíamos planteado 
un aditivo que establecía en un artículo separado que “Los 
nombramientos o contratación de funcionarios y la realiza- 
ción de gastos, transgrediendo disposiciones constitucionales 
o legales que los regulan, determinarán que los jerarcas del 
Poder Ejecutivo comprendidos por el artículo 93 de la Cons- 
titución, se consideren alcanzados por las causales previstas 
en dicha norma”. 


Ya lo he fundamentado anteriormente y no volveré a ha- 
cerlo. Creo que la Ley quedaría “renga” si no tuviera este 
contrapeso, si el objetivo que se persigue es luchar denodada- 
mente contra el déficit e impedir la sanción de leyes que no 
cuenten con recursos suficientes. Pienso que también debería 
plantearse como objetivo que el Poder Ejecutivo -cosa que 
realiza frecuentemente- no incurra en gastos que no tengan 
previsión presupuestal o sean realizados transgrediendo las 
disposiciones constitucionales. 


Solicitamos que el aditivo sea votado en Sala, para lo cual 
lo haremos llegar a la Mesa, si ello es necesario. 


SEÑOR LAGUARDA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LAGUARDA. - Deseo señalar que no comparti- 
mos el texto tal cual viene de la Comisión, por consideracio- 
nes políticas, jurídicas y filosóficas. En primer lugar, 
entendemos que este texto no enriquece sino que complica a 
nuestro Derecho Positivo y, en tal sentido, creemos suficiente 
lo señalado en el inciso segundo del artículo 86 a propósito 
de las leyes que amplían los gastos para el Tesoro Nacional. 
Creemos que esa norma jurídica alcanza y es suficiente para 
tratar este punto, mientras que la norma que aquí se plantea 
no enriquece sino que, repito, entorpece aun más estas apli- 
caciones. 


En segundo término, entendemos que este Proyecto de 
Ley establece una relación asimétrica entre el Poder Ejecuti- 
vo y el Poder Legislativo. 


El mes pasado, en ocasión de tratarse en Sala este mismo 
Proyecto de Ley, nuestra intervención estaba destinada a se- 
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ñalar que en el gasto público existe una corresponsabilidad 
de ambos Poderes: el Legislativo votando recursos y el Eje- 
cutivo administrándolos. Puede haber déficit por una falta de 
ponderación tanto de un Poder como del otro y, en este caso, 
el texto que ahora estamos analizando establece una situación 
asimétrica, cargando las tintas en el Poder Legislativo. En 
ese sentido, el señor Senador Gargano, hace un momento, 
recordaba el aditivo por él planteado en el que se señala que 
los jerarcas del Poder Ejecutivo, a través del nombramiento 
de funcionarios o de la realización de gastos que transgredan 
normas constitucionales, pueden quedar comprendidos en el 
artículo 93 de la Constitución. Esta es, entonces, una segunda 
razón por la que no compartimos el Proyecto de Ley: es 
decir, la situación asimétrica que se plantea entre ambos Po- 
deres, cargando la responsabilidad de la generación del défi- 
cit sólo en el Poder Legislativo, cuando el Poder Ejecutivo, 
algunas veces, ha sido responsable de estas situaciones. 


En tercer lugar «esto nos parece muy importante y al res- 
pecto tiene razón el señor Senador Posadas Montero- cree- 
mos que, efectivamente, el debate filosófico que atraviesa el 
mundo también está presente en Sala. Desde el punto de vista 
filosófico, no compartimos la posición de que el déficit fiscal 
sea la causa de los males del Estado. 


A nuestro entender, aquí se están dando dos señales. Una 
de ellas es de índole política -se da a través de este Proyecto 
de Ley que se presenta en un momento en que el Parlamento 
se apresta a discutir el Presupuesto Nacional- y apunta a 
restringir la capacidad del Parlamento para ampliar el gasto 
público. Pero, desde el punto de vista filosófico, lo que fun- 
damentalmente subyace detrás de esta redacción es la con- 
cepción de que la ampliación de los gastos del Estado y de la 
propia acción de éste es nociva y que, por el contrario, es a 
las fuerzas del mercado a quien debe confiársele el avance 
hacia mayores márgenes de progreso en la sociedad. 


Nosotros, en este momento, queremos reivindicar aquel 
concepto que jerarquiza la concepción del Estado de bienes- 
tar como una herramienta insustituible para avanzar hacia 
márgenes mayores de redistribución del ingreso, de justicia 


social y de reactivación de la economía, 


En consecuencia, por estos tres tipos de consideraciones 
-jurídicas, políticas y filosóficas- no acompañamos este texto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 1*. 


(Se vota:) 
-14 en 25. Afirmativa. 
SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR ASTORI. - Deseo fundar mi voto negativo a este 
artículo, que realmente nos ha dejado perplejos frente a su 
texto. Difícilmente puede encontrarse tanto renunciamiento 
junto en una disposición en cuanto a la utilización de meca- 
nismos de política económica a disponibilidad de cualquier 
Estado. 


Realmente no puedo entender cómo aquí figura un literal 
que habla de déficit consolidado o agregado del Estado, limi- 
tando las posibilidades legislativas a situaciones que están 
absolutamente fuera del control del Partamento. 


Por otro lado, tampoco puedo concebir, entender o inter- 
pretar las razones por las que el endeudamiento no genera 
recursos para financiar gastos. En la medida que los dos ar- 
gumentos ya fueron expuestos con mucha claridad por el 
señor Senador Couriel, me limito a señalarlos en este breve 
fundamento de mi voto. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el artículo 2”. d 


SEÑOR SANTORO. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
En consideración el artículo 2”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 2”. - El Poder Ejecutivo podrá solici- 
tar la declaración de inconstitucionalidad de las leyes 
sin que para ello sea exigible, como requisito previo, 
la interposición de las observaciones previstas en los 
artículos 137 y siguientes de la Constitución”.) 


-Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 3". - La Suprema Corte de Justicia se 
expedirá sobre las solicitudes a que hace referencia el 
artículo anterior dentro de los 180 (ciento ochenta) 
días de interpuestas”.) 
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-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-17 en 26. Aftrmativa. 


Corresponde considerar un aditivo propuesto por el señor 
Senador Gargano. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Los nombramientos o contratación de funciona- 
rios y la realización de gastos, transgrediendo disposi- 
ciones constitucionales o legales que los regulan, 
determinarán que los jerarcas del Poder Ejecutivo com- 
prendidos por el artículo 93 de la Constitución, se 
consideren alcanzados por las causales previstas en 
dicha norma”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) | 

-9 en 27. Negativa. 


Queda aprobado el Proyecto de Ley que se comunicará a 
la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del Proyecto de Ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR BATLLE. - No he intervenido en este debate, en 
la consideración de este Proyecto de Ley, y tampoco soy 
miembro de la Comisión que analizó el texto; sin embargo, 
no deseo que se cierre su consideración sin expresar pública- 
mente que lo he votado porque entiendo que es una medida 
que sin duda alguna le hace bien al país y al Parlamento de la 
República. 


No sé, sefior Presidente, cuáles serán las bibliotecas que 
prevalezcan desde el punto de vista de la consideración teóri- 
ca de las cuestiones económicas -no creo que sea el tema que 
hoy está en discusión- pero sí sé que a lo largo de toda su 
experiencia, los parlamentos tuvieron, entre otros cometidos, 
como funciones primordiales, el control del gasto excesivo 
del Príncipe, y esas fueron las razones que junto a muchas 
otras les dieron nacimiento, prestigio y fuerza. 


En los últimos tiempos, por circunstancias que los histo- 
riadores y sociólogos analizarán, los parlamentos han perdido 
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en buena medida ese objetivo celoso del custodio de lo que 
deben ser los gastos del poder público, del Poder Ejecutivo, 
del Estado Central, para transformarse en impulsores de pas- 
tos que muchas veces no se corresponden con las responsabi- 
lidades de generar los recursos necesarios, pese a que el 
artículo 86 de la Constitución es bien claro y así lo establece 
puntual y especificamente. 


Por lo tanto, entiendo que es necesario que a esta disposi- 
ción legal que ha aprobado el Senado -que deberá ser aproba- 
da por la Cámara de Representantes y que en un futuro puede 
ser derogada por otra ley si hay mayorías que estén en contra 
de estos conceptos- el país la conozca como decisión de la 
mayoría del Parlamento de la República en el sentido de 
guardar una conducta celosa en materia de control de gastos. 


Es cierto que por este medio no controlamos el gasto 
excesivo del Poder Ejecutivo, ya que se lo puede hacer por 
otros medios como, por ejemplo, el crédito excesivo del Ban- 
co Central cuando no hay restricciones para ello. De todas 
maneras, existen controles políticos al respecto, puesto que la 
responsabilidad política de conducir la economía le corres- 
ponde al Poder Ejecutivo, mientras que la de controlar el 
gasto y su ejecución es competencia del Poder Legislativo. 


Considero que los artículos 2” y 3” de esta norma legal 
son adecuados para eliminar una discusión que a esta altura 
de los acontecimientos es innecesaria, pues el Poder Ejecuti- 
vo no tiene por qué verse obligado a intervenir con el meca- 
nismo del veto para tratar de corregir una ley que, a su juicio, 
es inconstitucional. 


Me declaro nuevamente muy conforme con haber podido 
expresar públicamente que, como Senador de la República, 
he votado una ley para que el Parlamento no apruebe gastos 
sin ta financiación correspondiente. 


Es cuanto quería manifestar, 
SEÑOR HEBER. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR HEBER. - Señor Presidente: creemos que el Se- 
nado de la República ha dado una magnífica señal a la opi- 
nión pública al votar este Proyecto de Ley. 


Asimismo, debo manifestar que no me arrepiento de ha- 
ber dado mi voto para que este asunto pasara nuevamente a 
estudio de la Comisión de Constitución y Legislación -cuan- 
do así lo decidió el Cuerpo en la última sesión del mes próxi- 
mo pasado- pues mejoró significativamente el texto con 
respecto a la redacción que se le había dado en la Comisión 
de Presupuesto. Entonces, no me duelen prendas pues el tra- 
hajo de dicha Comisión ha contribuido a su perfeccionamien- 


to. 
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Además, nos hubiera gustado que este mensaje que. el 
Senado de la República da a la opinión pública en función de 
un autocontrol, hubiese sido aprobado por la unanimidad del 
Cuerpo. Es más; pienso que nos hemos perdido una muy 
linda oportunidad como para que, al menos en forma amplia- 
mente mayoritaria, pudiéramos dar un mensaje claro y con- 
creto del compromiso que tenemos todos los señores 
Legisladores en cuanto a detener el aumento del gasto, en 
lugar de salir a una discusión pública que a veces erosiona el 
sistema y en nada ayuda, cuando en definitiva tenemos que 
actuar -y no lo hacemos- en base a la Constitución y a la Ley. 


Con respecto al aditivo presentado por el señor Senador 
Gargano creemos que no es pertinente. Digo esto porque, 
como dice el artículo 93 de la Constitución de la República, * 
implica someter a juicio, acusar frente a la Cámara de Sena- 
dores por violación de la Carta, otros delitos graves. Conside- 
ro que esa iniciativa no está encuadrada en el artículo de 
referencia. Si bien el Parlamento puede juzgar, interpelar, 
llamar a Sala, tiene instrumentos como para llamar la aten- 
ción al Poder Ejecutivo si existe una desviación por parte de 
ese Poder en las leyes de Presupuesto y de Rendiciones de 
Cuentas. 


Reitero que, a mi juicio, la normativa de la Constitución 
de la República es suficiente como para llamar la atención 
del Poder Ejecutivo. 


Sin embargo, sí existe una asignatura pendiente en este 
tema con las Intendencias Municipales del país. Cabe recar- 
dar que oportunamente así lo manifestamos en la Comisión 
de Presupuesto. A vía de ejemplo, podemos citar el déficit 
presupuestal que dejó la Administración anterior de la comu- 
na capitalina, donde no podemos tener un ámbito adecuado 
como para analizarlo y llamar la atención de que estas insti- 
tuciones de Administración pública tampoco pueden tener las 
potestades como para dejar déficit tan significativos. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor Presidente: brevemente, quie- 
ro señalar que comparto lo que ha manifestado el señor Sena- 
dor Batlle. 


Por otra parte, y a efectos de evitar todo tipo de malinter- 
pretaciones. deseo explicar que no voté el aditivo propuesto 
por el señor Senader Gargano por las razones que ya ha 
señalado el señor Senador Heber. 


Si esa disposición contemplara a todos los gobiernos de- 
partamentales, estaría dispuesto a estudiarlo a fondo en el 
seno de la Comisión de Presupuesto. Es más; si se resolviera 
pasarlo a dicha Comisión para analizar la posibilidad de am- 


194-C.S, 


pliarlo en ese sentido, con mucho gusto le daríamos nuestro 
voto. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: deseo precisar 
que hemos votado negativamente el aditivo propuesto, en 
función de que el artículo 93 de la Constitución de la Repú- 
blica comprende las situaciones de violación a dicha Carta 
que tengan carácter penal, y eso es archiconocido en el Uru- 


guay. 


A propósito, debernos recordar un debate que tuvo lugar 
en la Cámara de Representantes, así como también en el 
Senado de la República -hacemos la referencia histórica de 
que tuvimos oportunidad de formar parte de ambos Cuerpos- 
con motivo del juicio político al entonces Consejero de Go- 
bierno, Eduardo Víctor Haedo. 


En ese sentido, creemos que ya existe jurisprudencia más 


que admitida en forma pacífica, respecto a que la violación 
de la Constitución prevista en su artículo 93 debe ser de 


carácter penal. 


Por lo expuesto, consideramos que el aditivo presentado 
no puede ser viable. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - A modo de fundamento de voto, 
deseamos hacer dos precisiones. 
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En primer lugar, queremos señalar que la Suprema Corte 
de Justicia no va a estar obligada por el artículo 2” de esta 
norma, porque si debe cumplir la Ley tiene que hacer lo 
propio con la Constitución de la República. Además, tiene 
facultades que ésta le otorga para ser la única intérprete au- 
téntica de estos temas que se pretenden decidir por el artículo 
2” del Proyecto de Ley que, sometidos a la Suprema Corte de 
Justicia, pueden ser declarados inconstitucionales de acuerdo 
con la interpretación que realice del texto constitucional. 


Por otra parte, el admitir como sujeto de la acción de 
inconstitucionalidad a la persona de Derecho Público, desna- 
turaliza el efecto, Digo esto porque, aparentemente, tendría 
que transformarse en una especie de derogación por la cali- 
dad del sujeto que actúa y no limitarse a una determinada 
persona. 


Nada más. Muchas gracias. 
18) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos a con- 
siderar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 18 y 33 minutos, presidiendo el 
Licenciado Fernández Faingold y estando presentes los se- 
ñores Senadores Astori, Batlle, Bergstein, Brezzo, Casarte- 
Mi, Cid, Couriel, Dalmás, Gandini, Garat, Heber, Hualde, 
Irurtia, Posadas Montero, Pozzolo, Sanabria, Santoro, Sar- 
thou, Segovia, Storace y Virgili). 
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